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Presentación
Si buscas resultados distintos, no hagas siempre lo mismo
En mi constante esfuerzo por descubrir y aprender  todo lo referente al campo del Derecho y que mejor en esta oportunidad que se me brinda la oportunidad de  estudir e investigar el tema “ANÁLISIS Y ESTUDIO  DE LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS EN EL PERU ”y por otro aspecto es digno de considerar y valorar que este trabajo  no habíese  sido posible sin la ayuda del asesor y conductor del Curso DERECHO DE EJECUCION PENAL Dr. Fernando José Cornejo Malma  del IX Ciclo de Estudios de esta nuestra Alma Mater y casa de Estudios que es la Universidad Peruana de las Américas.
Para una mayor comprensión y facilidad del  lector, este trabajo se ha dividido en  seis Capitulos , para el cual en el primer capitulo se  analiza y estudio referente a  la  Naturaleza Jurídica de los Beneficios Penitenciarios, laPrimera postura, los beneficios penitenciarios como derechos sustantivos, Segunda Postura, los beneficios penitenciarios como incentivos, Postura que asume la Judicatura Nacional, como también , los beneficios penitenciarios y sus efectos en el tiempo, en lo referente a las normas penales materiales, en lo referente a las leyes procesales penales, las leyes penitenciarias, la Posición del Tribunal Constitucional; las Leyes penitenciarias especiales, delitos y beneficios penitenciarios,los Delitos contra la Administración pública, Los Delitos contra la Libertad Sexual,los Delitos de Terrorismo y Traición a la Patria, los Delitos de Secuestro y Extorsión, los  Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas, los Delitos contra la libertad, Trata de personas Arts. 153 y 153-A, los Delito de Lavados de Activos, temas del cual estan propalados en todas partes del Perú y su tratamiento requiere profundos analisis y mayores investigaciones.
Prosiguiendo con la investigación y estudio respecto a la evolución  y desarrollo  de los beneficios penitenciarios en el Segundo Capitulo  se pone especial  enfasis y estudio  en relacion a los antecedentes,  definición de beneficios penitenciarios,  fundamentos jurídicos definición de beneficios penitenciarios, los   fundamentos jurídicos, las clases de beneficios penitenciarios conforme esta tipificado en el Codigo de Ejecución Penal y Reglamento  los cuales son los permisos de salida.,  casos en que se concede permisos de salida , la redención de la pena por el trabajo y la educación, la semi – libertad, liberación condicional, la visita íntima y otros beneficios -  recompensas  con que cuentan los internos cobijados enlas carceles penitenciarias de  nuestro país.
El  interés  fundamental de este trabajo de investigación  es conocer y entender por qué y  cual es el grado de relación  y funcionamiento qué existen  con los paises vecinos de América Latina , por esta razón en el Tercer Capitulo se realiza un analisis comparado  referente a  los beneficios penitenciarios  de Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Peru, Venezuela.

En lo referente al   Cuarto Capítulo   que versa sobre los benficios penitenciarios en el Perú , como forma de determinar un mejor entendimiento al Derecho de Ejecucion Final  se ha determinado  un conjunto de   Preguntas Frecuentes  qu se establecen en los establecimientos penitenciarios y que son necesarios para conocer de manera más clara y esplicita el tema de los beneficios penitenciarios.
Y como ante penultimo  Capitulo  que corresponde al  Quinto Capitulo  el presente trabajo de investigación tiende a  analizar  que son los ¿beneficios o derechos penitenciarios?, ¿beneficios o derechos penitenciarios?, el fin de la pena en nuestro ordenamiento,   principio constitucional de resocialización, la legislación sobre beneficios penitenciarios,  la naturaleza jurídica de los beneficios penitenciarios, las  razones para no considerar a los beneficios como simple estímulos asi como tambien se aporta determinadas conclusiónes finales.

Y por último en el Sexto Capitulo  se estudia y analiza cual es su naturaleza juridica respecto a los beneficios penitenciarios y cual es su naturaleza juridica, se estudia también  cuál es su objeto y fundamento juridico de los beneficios penitenciarios, su aplicación  en el tiempo,  el cumplimiento de la finalidad de la pena, el cumplimiento sucesivo de las penas en caso de revocatoria , asi como también determinar las conclusiones finales que se me determinó desarrollar en el Presente Curso de Derecho de Ejecución Final y por supuesto también indico las fuentes bibliograficas y anexos que  corresponden a este trabajo de investigación.
Anhelo que este trabajo nos bride a  todos, la posibilidad de rescatar cada día algo de lo que la vida misma nos pone frente a nosotros. La reflexión, la discusión, los problemas que se plantean nos permitirá aprender de nosotros mismos y a conocer el sentido de la vida y donde los adelantes evolución y progreso de la aviación nos permita seguir avanzando, buscar la paz y el desarrollo y de este modo obtener excelentes condiciones de vida.

Suerte a todos.

Lima,  Abril  del 2015

José Jayme Pérez Santa Cruz

                                                                             Estudiante  de Derecho
Programa Por Experiencia Laboral

                                                                           IX Ciclo: Turno Noche
CAPÍTULO I

 Naturaleza Jurídica de los Beneficios Penitenciarios

1.1.- Primera postura, los beneficios penitenciarios como derechos sustantivos.

1.2.- Segunda Postura, los beneficios penitenciarios como incentivos.

1.3.- Postura que asume la Judicatura Nacional.

2.- Los beneficios penitenciarios y sus efectos en el tiempo

2.1.- En lo referente a las normas penales materiales

2.2.- En lo referente a las leyes procesales penales

2.3.- En lo referente a las leyes penitenciarias

2.4.- Posición del Tribunal Constitucional

3.- Leyes penitenciarias especiales, delitos y beneficios penitenciarios

3.1.- Delitos contra la Administración pública

3.2.- Delitos contra la Libertad sexual
3.3.- Delitos de Terrorismo y Traición a la Patria

3.4.- Delitos de Secuestro y Extorsión

3.5.- Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas

3.6.- Delito contra la libertad, Trata de personas Arts. 153 y 153-A

3.7.- Delito de Lavados de Activos.
De plano precisamos que es de vital importancia, conocer la "naturaleza jurídica" que nuestro ordenamiento y tribunales jurisprudenciales conceden a los beneficios penitenciarios; pues ello, nos permitirá resolver cuestiones de inestimable valor como: a) basta con que el interno haya cumplido con los requisitos legales y/o administrativos que exige la ley para la concesión de tal o cual beneficio penitenciario sin más ni más, por el sólo imperio de la ley ; o b) si por el contrario, aún y cuando se cumpla con los requisitos de ley, la concesión de ésta quedaría al mero arbitrio y criterio del operador judicial.

1.1.- Primera postura, los beneficios penitenciarios como derechos sustantivos

Esta postura es defendida entre otros por TAMARIT SUMALLA, PEDRAZA SIERRA, Wilfredo y Rosa MAVILA LEÓN y  CARLOS CORIA resultaría ser la posición mayoritaria a nivel doctrinario, considera que siendo los beneficios penitenciarios parte esencial de todo régimen penitenciario/carcelario, que fomentan la  reeducación, reinserción y resocialización de todo interno y que al encontrarse encuadradas como máximas constitucionales .Art. 139.22 de la Constitución Política de 1993 , respecto a la REHABILITACION DEL PENDO , textualmente dice “ El principio d que el régimen penitenciario tiene por bjeto la  reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad” De ello se deduce que la pena debe tener un propósito reeducador y rehabilitador del condenado, con el fin de reincorporación a la sociedad. (1)

Constituirían derechos esenciales que conminan a todo poder del Estado, a adoptar medidas legislativas, administrativas, judiciales que no restrinjan dichos fines resocializadores. Es decir considera a los beneficios penitenciarios como "derechos sustantivos".

Esta primera tesis, que pese a que no es acogida por la gran mayoría de juristas connacionales de la talla de Iván Meini, Small Arana entre otros , considero que es la más adecuada al modelo de Estado social y democrático de derecho que hemos adoptado (Art. 43° Co.) por el hecho de que nuestra propia constitución adopta como fines de la pena, la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad (Art. 139. 22 Constitución Politica ) en los que evidentemente los beneficios penitenciarios tienen un papel preponderante pues incitan determinados comportamientos a los internos con miras a la vida futura que obtendrían fuera de los muros de una cárcel. Como expresa Villavicencio Terreros constituyen criterios preventivos-especiales, orientados a influir directa e individualmente sobre el infractor y cuya actuación no se centra en el momento de la conminación legal, sino en la imposición y ejecución de las penas, esto es pensando en su reeducación.

1.2.- Segunda Postura, los beneficios penitenciarios como incentivos

Contrariamente de la tendencia extranjera, esta segunda postura como hemos dicho resultaría ser la que adoptarían la mayoría de juristas nacionales, quiénes, consideran que los beneficios penitenciarios son verdaderos incentivos que permitirían al interno observar las normas de conducta en el campo penitenciario, tendentes a lograr el acortamiento de la pena impuesta y que no se pueden concebir como un derecho, pues están sujetos además del cumplimiento de los requisitos legales a la evaluación del órgano técnico del establecimiento penal y lo que es más al criterio del juez.

En lo particular concordando con Carlos Coria, al criticar esta segunda tesis, considero que pues es inexacta en la medida que los beneficios penitenciarios de modo alguno importan un acortamiento de las penas, pues bastaría con recordar que los beneficios penitenciarios pueden ser revocados por el Juez en cualquier instancia. En segundo lugar el hecho de que los beneficios penitenciarios sean considerados como derechos del interno, no conlleva que su otorgamiento sea automático e incondicional, por el sólo hecho de cumplir con las exigencias legales (tiempo, comportamiento, informes, etc.) pues como bien precisa los Arts. 50 y 51 del Código de ejecución penal, el beneficio será concedido en los casos en que la naturaleza del delito cometido, la personalidad del agente y su conducta dentro del establecimiento permitan suponer, que no cometerá nuevo delito. En otras palabras, todo que finalmente al criterio del Juzgador.

(1) Raul Chamané Orbe. Comentarios de la Constitución Politica. Historia – Analisis – Evaluaciones. Jurista Editores.. Jr. Miguel Aljovin  Nº 201 . Pág. 251.Lima – Perú. Edición Junio 2005.
En el mismo sentido lo ha entendido el Tribunal Constitucional en el Expediente Nº 2196-2003-HC/TC (10.12.03) donde ha establecido como precedente de observancia obligatoria que "los beneficios penitenciarios pueden ser estimados como derechos subjetivos de los internos, ciertamente condicionados, porque su aplicación no procede automáticamente por el sólo hecho de que quien lo solicita se encuentra privado de su libertad."

1.3.- Postura que asume la Judicatura Nacional.

El debate doctrinario ha sido zanjado por La Comisión de Capacitación de la Corte Superior de Lima, quiénes asumiendo una posición ecléctica respecto a la naturaleza jurídica de los beneficios penitenciarios, consideran que:  El Beneficio Penitenciario no es un derecho inherente al condenado, por cuanto de acuerdo al Tribunal Constitucional constituye un Derecho Expectaticio que está sujeto a que el beneficiario reúna ciertas condiciones de readaptación que hagan prever su salida del penal antes del cumplimiento de su pena no genere un peligro para la sociedad. 
Ni en la norma positiva interna ni en la supranacional están previstos los Beneficios como derecho inherente al condenado. Las restricciones o limitaciones previstas en la ley no constituyen actos discriminatorios siempre y cuando no nieguen de manera absoluta la posibilidad que el condenado acceda al Beneficio Penitenciario y que se cumplan con las condiciones previstas en la misma norma. Si existiendo condiciones para acceder a un Beneficio Penitenciario este fuere negado, sí estaríamos en presencia de un acto discriminatorio.

Los beneficios penitenciarios no constituyen derecho absoluto del interno, se trata más bien de un derecho expectaticio que esta sujeto a que el condenado reúna las condiciones previstas en la ley y a lo que disponga el juez en uso de su facultad discrecional, toda vez que el régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad previsto en el inciso 22 del articulo 139 de la Constitución Política.
2.- Los beneficios penitenciarios y sus efectos en el tiempo

Iván Meini, manifiesta que la postura que se adopte tiene que asumir como punto de partida, y de manera ineludible, el Art. 103 de la Constitución Política del Perú. En él se establece que "ninguna ley tiene fuerza ni efecto retroactivos, salvo en materia penal, cuando favorece al reo". La claridad del citado precepto constitucional no deja, en principio, lugar a dudas: sólo en materia penal y sólo cuando beneficie al reo se puede aplicar retroactivamente una Ley.
Ahora bien la prohibición de retroactividad, refiere Roxín, goza de una permanente actualidad político jurídico por el hecho de que todo legislador puede caer en la tentación de introducir o agravar a posteriori las previsiones de pena bajo la impresión de hechos especialmente escandalosos, para aplacar estados de alarma y políticamente indeseables.
2.1.- En lo referente a las normas penales materiales

Señala Zugaldía Espinar, el punto de partida para solucionar estos problemas viene dado por el principio "tempos regit actum", esto es por la regla general de que los hechos se enjuician con arreglo a la ley que estaba en vigor en el momento de su realización, lo que comporta irretroactividad de las leyes penales. La regla "tempus regit actum" se eleva de este modo a exigencia básica del principio de legalidad, íntimamente relacionado con el principio de seguridad jurídica: toda persona tiene derecho a poder calcular la trascendencia jurídica de sus actos en el momento en que los realiza, sin tener que contar con los cambios de valoración que de esos mismos hechos pueda hacer posteriormente el legislador.

2.2.- En lo referente a las leyes procesales penales

Dada la generalidad con que la norma constitucional se refiere a la "ley en materia penal" (Art. 103), sin distinguir su naturaleza material, procesal o penitenciaria, cabe, como bien sostiene Muñoz Conde, hacer cierto tipo de "matizaciones" en cuanto se trata del estudio de la problemática de la irretroactividad de la ley procesal. En principio señala el profesor español, la ley procesal se aplica al desenvolvimiento de los actos procesales en el momento en que éstos están teniendo lugar; por tanto, no siempre es trasladable aquí el concepto de retroactividad de la ley, tal y como hemos venido usando para leyes penales.

Como apreciamos, ello corresponde a la aplicación de la regla tempus regit actum, en virtud de la cual, la ley procesal aplicable será la vigente en el momento de cado uno de los actos procesales, no pudiéndose concluir que de ello pueda derivarse una aplicación retroactiva de la ley.
 San Martín Castro, por su parte considera que la aplicación inmediata de una norma procesal está en función a la fecha de comisión del delito, siempre que la variación de los trámites de procedimiento no altere el sentido del proceso. 
Por consiguiente, si el proceso está en trámite y la nueva norma no modifica el sentido político criminal del mismo ni introduce normas desfavorables en comparación con la ley procesal vigente al momento de la comisión del delito imputado, la norma modificatoria será de aplicación inmediata.

2.3.- En lo referente a las leyes penitenciarias

Por su naturaleza, no corresponde a enunciados propios del derecho material, pues su acción positiva se centra en reglamentar las condiciones necesarias para la ejecución de la sanción impuesta, el régimen penitenciario, el tratamiento penitenciario y demás condiciones necesarias para lograr los efectos de reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad (conforme el postulado principista contenido en el Art. II del T.P. del CEP, que  la letra nos dice: “ La ejecución penal  tien por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad. La misma regla se aplica al procesado, en cuento fuera pertinente. 
En tal sentido, la norma penitenciaria también se ve influenciada por el principio de temporalidad, ya que ella no puede ser eterna no menos inmutable, y más bien, tiende a caracterizarse por una constante mutación, ya que con ella se buscan las mejores condiciones que la técnica y la ciencia pueden ofrecer a la política criminal, para lograr los fines de readaptación deseados por el ordenamiento.

En este contexto, surge aquí también la problemática de la vigencia del principio de irretroactividad, que si bien es cierto es de aceptación general, no puede aplicarse irrestrictamente, debiendo ser matizado bajo los postulados del principio de favorablidad. Así el Art. VIII del Título Preliminar del CEP, establece que: "La retroactividad y la interpretación de este Código se resuelven en lo más favorable al interno". (2)
En opinión de Hurtado Pozo, la naturaleza especial del derecho de ejecución y cuya finalidad es el logro del mejor resultado en la ejecución de la sanción penal, hace particularmente difícil y delicada la aplicación absoluta de esta regla. Por ejemplo, sin con posterioridad al hecho delictivo la nueva ley impone condiciones más severas en el tratamiento penitenciario, no se podría aceptar que el interno sea tratado con la ley que estuvo vigente cuando cometió el delito. Ello podría traer como consecuencia una distorsión en el sistema, ya que cada interno podría exigir el tratamiento que le resulte más beneficioso, pudiéndose llegar al extremo de tenerse que aceptar una multiplicidad de tratamientos, que incluso generaría desigualdades entre los internos.

(2)  V.Berrio B. Nuevo Manual del Codigo y Reglamento de Ejecución Penal. D. L. 654.D.S.Nº. 015-2003-JUS.Edición Actualizada 2012. Lima – Perú.

Así, al igual que para el caso de la ley procesal penal, la aplicación inmediata de una norma penitenciaria, está matizada en función a los lineamientos de política criminal que esbozan una determinada meta los fines resocializadores del Estado, debiéndose atender además, a criterios de favorabilidad.

Particular es el caso de las leyes que otorgan beneficios penitenciarios, que en el transcurso del tiempo pueden mutar, determinando condiciones mas severas o gravosas para el interno solicitante. Siendo estas normas de naturaleza eminentemente procedimental, se encuentran regidas también por el principio del debido proceso y Tutela Jurisdiccional , conforme al cual se expresa la prohibición de ser sometido a procedimiento distinto del previamente establecido en la ley (Art. 139. 3 Constitución.), que textualmente expresa “ La observacncia del debido proceso  y la tutela jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su denominación”  (3).
En este sentido como estudiosos del derecho  debemos de tener en cuenta que el debido proceso son las garantias mínimas que requiere una persona para ser investigado o procesado – derecho de defensa, pluralidad de instancia, publicidad de los procesos, motivación de resoluciones, indeminización por errores judiciales,  vacio de la ley,  inaplicabilidad por analogia, es decir: “ No hay pena sin ley” , que es totalmente valido  para los efectos de la jyusticia penal, garantizando que las conductas penalizadas deben estar concretamente tipificadas.
En este caso la analogía no puede ser tomada en cuenta para incriminar una conducta humana por suparececido o similitud con otra, pues cada hecho penal posee su propio desarrollo y concreción como lo enseña la doctrina especializada, pena con proceso , es decir el principio de no ser penado sin proceso judicial, el mismo la Sentencia latina  nos confirma: “ Nullum poena sine lege”, es decir que no hay ena sin juicio, lo que constituye otra de las garantias constitucionales y fundamentales del ser humano a la administración de justicia. 
(3) Raul Chamané Orbe. Comentarios de la Constitución Politica. Historia – Analisis – Evaluaciones. Jurista Editores. Jr. Miguel Aljovin  Nº 238 . Pág. 251.Lima – Perú. Edición Junio 2005.

En este sentido, la nueva norma, que se entiende aplicable de inmediato, no puede ser aplicada al caso concreto, en cuanto ya se haya iniciado el respectivo trámite en el que se solicita el beneficio. Aceptar lo contrario sería fundamentar una forma de retroactividad "maligna", que afectaría la seguridad jurídica y los derechos del interno.

2.4.- Posición del Tribunal Constitucional

El Tribunal Constitucional, ha dado pautas constitucionales ha seguirse en supuestos de conflictos en el tiempo de normas penitenciarias. Así tenemos en la sentencia recaída en el Exp. N° 2196-2006-HC/TC (06.02.2002). considera la máxima instancia que cuando se presenta una sucesión de leyes penales aplicables a un determinado supuesto de hecho en el lapso que va desde la comisión del delito hasta su enjuiciamiento, y , más allá hasta la finalización de la condena impuesta surge la cuestión relativa a la selección de una de ellas para la resolución del conflicto plateado. 
Específicamente, en el ámbito del Sistema Jurídico penal, el problema de la Ley aplicable en el tiempo está supeditado a si la disposición se deriva del derecho penal material, del derecho procesal penal, o del derecho de ejecución penal. Al respecto, cabe afirmar que nuestro ordenamiento jurídico reconoce como principio general que la ley no tiene efectos retroactivos, sin embargo esta cláusula constitucional se encuentra matizada por el principio de favorabilidad, que establece una importante excepción en el vaso de que la nueva ley sea más favorable al reo.
 Ello precisamente por que la prohibición de retroactividad es una prohibición garantista, y establece una referencia a las leyes que despenaliza una conducta o que reducen la penalidad. De igual modo, el alcance de este principio se manifiesta en la aplicación de la Ley más favorable al procesado en caso de duda o conflicto entre leyes penales, como así lo consagra el Art. 139.11 de la Constitución en el Capitulo VIII. Poder Judicial, que  son principios y derechos de la función jurisdiccional. Inc.11. “La aplicación de la ley  más favorable al procesado en caso de duda o de onflicto entre leyes penales”.
Precisada esta regla general, el Tribunal Constitucional indica que debe aclararse que tratándose de normas de derecho penal material rige para ellas el principio "Tempus delicti comissi", que establece que la ley aplicable es aquella vigente al momento de cometerse el delito, lo que es acorde con el Art. 2. Literal "d", numeral 24° de la Constitución, - Irretroactividad de la ley. que prescribe que nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no este previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible, ni sancionado con pena no prevista en la ley.

Noción que merece un comentario de mi parte, articulo del cual  esta en conocordancia  con el Art. II del Titulo Preliminar del Codigo Penal , en la que se establece “ Nadie será sancionado por un acto no previsto como delito o o falta por la ley vigente al momento de su comisión, ni sometido a pena o medida de seguridad que no se encuentre establecidas en ella.(4)

En este sentido tenemos que tener en cuenta que la vigencia de las leyes es desde el día siguiente de su publicación , salvo que ella indique  otros plazos,  por ello, especialmente en materia penal , estos no pueden ser retroactivos , si perjudica al imputado, pues no rigen para el pasado, sino para el presente y el futuro.

A ninguna persona se le puede enjuiciar o condenar por un hecho que al momento de realizarse no era considerado delito. Todos los delitos deben estar descritos o tipificados en la ley, ya sea en el Codigo penal o Una Ley especial. Si despu’es de ocurrido  ese hecho una ley  lo sanciona como delito, no puede aplicarsele  a su autor porque las leyes penales se aplican para el futuro y no tiene efecto retroactivo, es decir, no se aplican para hechos ocurridos antes de su promulgacion.

El problema de la irretroactvidad de la ley es determinar cuando este principio tiene alcance constitucional. Este problema esta determinado por conclusion de la lectura de Segundo Linares Quintaa en su 5` volumen  de  Derecho Constitucional  General.

La irretroactividad de la ley es un principio universal de derecho, indiscutible bajo la luz de la teoria de los derechos adquiridos.

Linares Quintana afirma que existe una creciente intromision del estado sobre el ‘ambito privado que da como resultado que el principio referido  devenga en excepci’on y no en la regla. De esto, Linares aduce  un decaimiento de la libertad individual.Aqui se lla el primer alcabce sobre la constitucionalidad de la irretroactividad.

En el caso de las normas procesales rige el principio "Tempus regis actum"", cuyo enunciado es que la ley procesal aplicable en el tiempo es la que se encuentra vigente al momento de resolverse el acto. Ello supone la aplicación inmediata de la ley procesal, mas no que a través de ella se regulen actos procesales ya cumplidos con la legislación anterior.

(4) Paulo Cesar Soto Rojas.  Codigo Penal. Decreto Legislativo Nº 635. Editora Gráfica Bernilla. Lima – 2014. Pág.25. 

Señala por último el Tribunal Constitucional que en el caso de las normas de ejecución penal, específicamente en lo que a la aplicación de determinados beneficios penitenciarios, sus normas deben considerarse como normas procedimentales, por cuanto a través de ellas se establecen los presupuestos que fijan su ámbito de aplicación, la prohibición de beneficios penales y la recepción de beneficios penitenciarios aplicables a los condenados. 
En otras palabras las leyes penitenciarias se resuelven bajo los alcances del principio "Tempus regis actum". Así entonces, el Tribunal Constitucional considera que el momento que ha de marcar la legislación aplicable para resolver un determinado acto procedimental, como el que atañe a los beneficios penitenciarios, está representado por la fecha en el cual se inicia el procedimiento destinado a obtener el beneficio, esto es el momento de la presentación de la solicitud de acogerse a éste.

3.- Leyes penitenciarias especiales, delitos y beneficios penitenciarios

3.1.- Delitos contra la Administración pública

Mediante Ley N° 27770, del 28 de junio del 2002, se establece que aquellos delitos contra la administración pública, concusión en todas sus modalidades (Arts. 382, 383, 384, 385, 386), peculado en todas sus modalidades, excepto en la forma culposa (Arts. 387, 388, 389, 390, 391,392), Corrupción de funcionarios en todas sus modalidades, incluidas las cometidas por particulares (Arts. 393, 394, 395, 396, 397, 398, 399, 400, 401, 401-A, 401-B), Asociación ilícita para delinquir, cuando los hechos materia de condena se hallen relacionados con atentados contra la Administración Pública, contra el Estado y la Defensa Nacional o contra los Poderes del Estado y el Orden Constitucional (Art. 317), se sujetarán a las siguientes formulas:

a) Redención de la pena por el trabajo y la educación a que se refieren los Artículos 44 al 47 del Código de Ejecución Penal, a razón de un día de pena por cinco días de labor efectiva o de estudio debidamente comprobada.

b) Semilibertad a que se refieren los Artículos 48 a 52 del Código de Ejecución Penal, cuando se haya cumplido las dos terceras partes de la pena y previo pago del íntegro de la cantidad fijada en la sentencia como reparación civil y de la multa o, en el caso del interno insolvente, la correspondiente fianza en la forma prevista en el Artículo 183 del Código Procesal Penal. Es decir a lo corresondiente  a las Reglas de Careo, que textualmente  expresa “1.- El Juez hara referencia a las declaraciones de los sometidos a careo, les preguntara si las confirman  o las modifican, invitandoles, si fuere necesario, a referirse reciprocamente  a sus versiones. 2.- Acto seguido, el Minsiterio Publico  y los demas sujetos  procesales podran interrogar,  a los sometidos  a careo  exclusivamente sobre los puntos materia de contradiccion y que determinaron la procedencia de la diligencia”
c) Liberación condicional a que se refieren los Artículos 53 a 57 del Código de Ejecución Penal cuando se hayan cumplido las tres cuartas partes de la pena y previo pago del íntegro de la cantidad fijada en las sentencias como reparación civil y de la multa o, en el caso del interno insolvente, la correspondiente fianza en la forma prevista en el Artículo 183 del Código Procesal Penal.

3.2.- Delitos contra la Libertad sexual

Con Ley 28704, se expidió una serie de dispositivos reguladores relativos a los delitos Contra la libertad sexual, entre los cuales aparecen que los beneficios penitenciarios de redención de la pena por el trabajo y la educación, semi-libertad y liberación condicional no son aplicables a los sentenciados por los delitos previstos en los artículos 173 y 173-A. Violación de menor .

Del mismo modo precisa que los delitos previstos en los artículos 170, 171, 172 y 174, el interno redime la pena mediante el trabajo o la educación a razón de un día de pena por cinco días de labor efectiva o de estudio, en su caso. En cuyo caso podrá solicitar la semilibertad cuando ha cumplido la tercera parte de la pena, a tenor de lo dispuesto por el Art. 48 del Código de ejecución Penal. Del mismo modo podrá solicitar la liberación condicional cuando haya cumplido la mitad de la pena, según lo acotado en el Art. 53 del mismo cuerpo legal antes acotado.

3.3.- Delitos de Terrorismo y Traición a la Patria

El Art. 2° de la Ley N° 29423 del 14.10.09, dispone que los condenados por delitos de terrorismo y/o traición a la patria no podrán acogerse a los beneficios penitenciarios de redención de la pena por el trabajo y la educación, la semilibertad y la liberación condicional.

3.4.- Delitos de Secuestro y Extorsión

La misma ley 29423 del 14.10.09, en su Art. 3° establece que los delitos de secuestro y extorsión, sólo podrán acogerse a los beneficios de redención de la pena por el trabajo o la educación y liberación condicional, como vemos se ha suprimido de manera definitiva al beneficio de semi-libertad.
 Así tenemos:
a) El interno por el delito de secuestro y/o extorsión redime la pena mediante el trabajo o la educación a razón de un día de pena por siete días de labor efectiva, bajo la dirección y control de la administración penitenciaria. La redención de la pena por el trabajo se acredita con la planilla de control laboral efectiva que estará a cargo del jefe de trabajo.

b) La redención de la pena por la educación se acreditará con la evaluación mensual de los estudios con notas aprobatorias. El informe trimestral será agregado al expediente personal del interno.

c) Los condenados a pena temporal por delito de secuestro y/o extorsión podrán acogerse al beneficio penitenciario de liberación condicional cuando hayan cumplido efectivamente los tres cuartos de la pena impuesta siempre que no tengan proceso pendiente con mandato de detención y previo pago del íntegro de la cantidad fijada por reparación civil y de multa. En el caso del interno insolvente deberá adjuntar la correspondiente fianza en la forma prevista en ley.

3.5.- Delitos de Tráfico Ilícito de Drogas

En este punto es pertinente aclarar que no todas las figuras delictivas que constituyen tráfico ilícito de drogas, son sujetos de beneficios penitenciarios, a saber:

a) Art. 296, 300, 301 y 302
Procede la redención de la pena por el trabajo o la educación, semi-libertad y liberación condicional siempre que se trate de la primera condena a pena privativa de libertad. Se redime la pena a razón de cinco días de trabajo o educación por uno de pena.

b) Art. 296-A, 296-B y 297 del Código penal, no gozan de ningún tipo de beneficios penitenciarios.
c) Art. 298 del Código Penal, Microcomercialización o microproducción.
Procede la redención de la pena por el trabajo o la educación semi-libertad y liberación condicional siempre que se trate de la primera condena a pena privativa de libertad. Se redime la pena a razón de dos días de trabajo o educación por uno de pena.

3.6.- Delito de Lavados de Activos.
En este aspecto la ley es clara en señalar que los sentenciados por este delito no podrán acogerse a los beneficios penitenciarios de redención de la pena por el trabajo y la educación, semilibertad y liberación condicional.
3.7.- Delito contra la libertad, Trata de personas Arts. 153 y 153-A
Los agentes del delito de trata de personas, previstos en el artículo 153 del Código Penal, podrán recibir a su favor los siguientes beneficios penitenciarios:

a) Redención de la pena por el trabajo y la educación, a que se refieren los artículos 44 al 47 del Código de Ejecución Penal, a razón de un día de pena por cinco días de labor efectiva o de estudio debidamente comprobada.

b) Semilibertad, a que se refieren los artículos 48 al 52 del Código de Ejecución Penal, cuando se haya cumplido las dos terceras partes de la pena y previo pago del íntegro de la cantidad fijada en la sentencia como reparación civil y de la multa o, en el caso del interno insolvente, la correspondiente fianza en la forma prevista en el artículo 183 del Código Procesal Penal, promulgado mediante el Decreto Legislativo Nº 638 o en su caso en el artículo 289 del Código Procesal Penal, promulgado mediante el Decreto Legislativo Nº 957. Art. 289 del Nuevo Codigo Procesal Penal, respecto a la Cauci’on, senala 1.- La cauci’on consistira en una suma de dinero que se fijara en cantidad suficiente  para asegurar que el imputado cumpla las obligaciones impuestas y las ‘ordenes de la autoridad.

La calidad ycantidad de la caucion  se determinara teniendo en cuenta la naturaleza del delito , la, condicion economica, personalidad, antendentes del imputado, el modo de cometer el delitoy la gravedad del dano ; asi como las demas circusntancias  que pudieren influir en el mayor o menor interes de este para ponerse fuera del alcance de la autoridad fiscal o judicial, respectivamente.

c) Liberación condicional, a que se refieren los artículos 53 al 57 del Código de Ejecución Penal, cuando se hayan cumplido las tres cuartas partes de la pena y previo pago del íntegro de la cantidad fijada en las sentencias como reparación civil y de la multa o, en el caso del interno insolvente, la correspondiente fianza en la forma prevista en el artículo 183 del Código Procesal Penal, promulgado mediante el Decreto Legislativo Nº 638 o en su caso en el artículo 289 del Código Procesal Penal, promulgado mediante el Decreto Legislativo Nº 957.

Los agentes del delito de trata de personas, en sus formas agravadas, previstas en el artículo 153-A del Código Penal no podrán acogerse a ninguno de los beneficios penitenciarios.

CAPITULO II

Antecedentes,  definición de beneficios penitenciarios,  fundamentos jurídicos               
2.1.- Definición de beneficios penitenciarios.

 2.2.  Fundamentos jurídicos.

 2.3.- Clases de beneficios penitenciarios.

 1.-Permiso de salida.,  casos en que se concede permisos de salida en el cep. Peruano

 2.2- Redención de la pena por el trabajo y la educación

2.3- La semi - libertad.2.4.-liberación condicional

.2,5.-La visita íntima

.2.6.- Otros beneficios -  recompensas

Los beneficios penitenciarios en nuestro Derecho de Ejecución Penal datan del 15 de abril de 1969, cuando el Decreto Ley Nº 17581, hoy derogado, incluyó dentro del periodo de prueba a los "permisos especiales de salida", "redención de penas por el trabajo", "trabajar fuera del establecimiento" en el día y pernoctar en la cárcel (semilibertad), y la "liberación condicional", pero no utilizó el término de Beneficios Penitenciarios.
 Años más tarde, en 1985, el primer Código de Ejecución Penal, los reguló con algunos cambios, y agregó la "visita intima" y un "sistema de recompensas", bajo un solo capítulo denominado Beneficios Penitenciarios, nomen juris   no empleado por ninguno de sus antecedentes con ese contenido, salvo la Resolución Ministerial Nº 334-81-JUS, del 19 de marzo de 1982, "Reglamento Penitenciario", que utilizó por primera vez el nombre de "Beneficios Penitenciarios", pero considerando solo a la redención de penas, mientras que los permisos de salida, la semilibertad, y la libertad condicional fueron regulados en otro apartado.
El beneficio penitenciario más antiguo en nuestra legislación es la "liberación condicional", que ya figuraba en el Código Penal de 1924. Los más nuevos, son la "visita íntima" y la recompensas a partir del Código de Ejecución Penal de 1985.

2.1.- DEFINICIÓN DE BENEFICIOS PENITENCIARIOS.
Puede definirse los beneficios penitenciarios como el conjunto de mecanismos jurídicos que permiten el acortamiento de la condena o, al menos, el acortamiento de su reclusión efectiva.

«Es el sistema de recompensas reglamentariamente determinados para estimular los actos que pongan de relieve buena conducta, espíritu de trabajo y sentido de responsabilidad en el comportamiento personal y en las actividades organizadas del establecimiento".

"Son incentivos que el Estado concede a efectos de dar bienestar al interno para lograr su readaptación social, mediante la acción de diversas acciones de terapia, educación y disciplina, basados en el autocontrol que lo obligara a su reingreso de no conducirse, respetando las normas de convivencia social".

El reglamento del Código de Ejecución Penal señala que los beneficios penitenciarios "Son estímulos que se otorgan a los internos como parte del tratamiento progresivo aplicado por nuestra legislación y responde a las exigencias de individualización de la pena, considerando la concurrencia de factores positivos en la evolución coadyuvantes a su reeducación y reinserción social. Los internos procesados o sentenciados, podrán acceder, según el caso, a los beneficios penitenciarios siempre que reúnan los requisitos correspondientes.
La ejecución de las penas privativas de libertad corresponde al Instituto Nacional Penitenciario, quien a través de un adecuado tratamiento penitenciario, tratará de alcanzar la rehabilitación del interno. Es el en el transcurso de la ejecución de la pena que el interno goza del derecho a peticionar ciertos beneficios. 
Estos beneficios son una suerte de premio o gracia otorgada al interno, los mismo que acortan de cierta manera el cumplimento de la pena impuesta al presentarse en el tratamiento del interno ciertas características que denotan su rehabilitación; decisión que se adopta por la autoridad judicial, ante la existencia de ciertos requisitos exigidos por ley, y previo análisis de la situación de cada interno.

2.2 FUNDAMENTOS JURÍDICOS.

La fundamentación jurídica de los beneficios penitenciarios se halla en los principios de reeducación y reinserción social que inspiran la aplicación de la pena, en virtud del mandato constitucional del art. 139º, inc. 22. Rehabilitacion del Penado. El principio de que el regimen penitenciario tiene por objeto la reeducacion, rehabilitacion y reincorporacion del penado a la sociedad.

 Dado que se ha comprobado que la existencia de una serie de beneficios que estimulen al penado para mejorar su condición dentro del ámbito penitenciario, es uno de los elementos indispensables para la consecución de la pretendida reintegración del recluso en la vida libre. Se entiende, por lo tanto, que los beneficios penitenciarios constituyen un elemento regimental importantísimo para la buena marcha del establecimiento penitenciario, en la medida que el estímulo es fundamental para lograr la convivencia ordenada en cuyo marco se desenvuelven todas las actividades penitenciarias.

Los beneficios penitenciarios han sido elemento de vital importancia para el recluso, dado que implican un acortamiento de la condena. Ello induce al interno a cumplir los requisitos que facilitan la consecución de dicho objetivo, para alcanzar así la libertad en un periodo más corto de tiempo. Los beneficios penitenciarios responden a las exigencias de la individualización de la condena en atención a la concurrencia de factores positivos en la evolución del interno encaminados a conseguir su reeducación y reinserción social.

El otorgamiento de los beneficios penitenciarios requiere, en todo caso, la ponderación racionada de los factores que la motivan, así como la acreditación de la concurrencia de buena conducta, el trabajo, la participación del interesado en las actividades de reeducación y reinserción social y la evolución positiva en el proceso de reinserción
2.3.- CLASES DE BENEFICIOS PENITENCIARIOS:

Según nuestro Código de Ejecución Penal vigente, Decreto Legislativo N` 654. D.S. N` 015-2003-JUS,  aprobado por la Comision Revisora constituida por Ley N` 25297. Segun el texto adjunto que consta de  153 articulos distribuidos de modo y forma, que sigue la misma clasificación del Código de Ejecución Penal de 1985, con algunos cambios, los Beneficios Penitenciarios son los siguientes: a) Permiso de salida; b) Redención de la pena por el trabajo y la educación; c) Semi Libertad; d) Liberación Condicional; e) Visita íntima; y f) Otros (estímulos y recompensas)

2.1.- PERMISO DE SALIDA.

La regulación del permiso de salida no es muy antigua. Podemos encontrar entre sus antecedentes al Decreto Ley Nº 175881 de 1969 contemplado en su artículo 22º, posteriormente el Decreto Legislativo Nº 330 de 1985 en su artículo 51º otorgaba el permiso de salida para los internos por un término de hasta 48 horas; en la actualidad nuestro Código de Ejecución Penal, Decreto Legislativo Nº 654, que en su artículo 43º otorga el permiso de salida por un plazo de 72 horas.

Es una institución del Derecho de Ejecución Penal, por el cual se autoriza al interno a salir del centro de reclusión por un breve período de horas o días.

Para ELÍAS NEUMANN el permiso de salida es "un avance penológico considerable y sus resultados son provechosos, siempre que se otorguen con tino mediante una adecuada fiscalización. Consiste en permitir por distintos motivos a uno o más reclusos, el abandono temporal del establecimiento donde se alojan, para trabajar durante el día en oficinas, talleres e incluso organismos ministeriales o municipales sin que nada denote su procedencia; en segundo lugar pro razones de humanidad a fin de calmar la ansiedad del condenado derivada de circunstancias familiares - enfermedades graves o muertes; en tercer lugar, para armonizar las necesidades sexuales; etc."
 Esta interacción ayuda al interno a no sentirse prisionero y lejano de la sociedad, de tal forma que al momento de egresar del establecimiento penitenciario los lazos con la sociedad no se vean afectados y que su comportamiento en su nueva vida de libertad no se vean perturbados por el hecho de verse privado de su libertad o el recuerdo de su reclusión penitenciaria.

La concesión del permiso de salida no es una decisión tomada a la deriva por la autoridad penitenciaria, es necesario que concurran en ella ciertos requisitos y causales de procedencia; debido a que, lo que se busca no es poner en riesgo a la sociedad con la presencia de un recluso peligroso y lejano de ser rehabilitado, sino, que esta medida contribuya a su tratamiento y le dé cierto avance en su rehabilitación.

A.- IMPORTANCIA.- El proceso de reinserción del interno a la sociedad encuentra un apoyo importante en este beneficio. El tratamiento penitenciario, se encuentra complementado con la interacción efectuada por el interno con su familia o con la sociedad a través de las salidas transitorias del establecimiento penitenciario motivadas por el deseo de trabajar como una persona en libertad, o por nacimiento de un hijo, enfermedad, entre otros.
B.- MODALIDADES.- En la doctrina penitenciaria se distinguen dos modalidades:

1.-Salidas Transitorias o Permisos de Salida Ordinarios; por los que se autoriza a los internos a salir del centro de reclusión, cada cierto tiempo y por un número de horas determinado, para visitar a sus familiares, generalmente en determinada fase del régimen progresivo, siempre que no constituya un riesgo para la sociedad y sea provechoso para su rehabilitación. Puede ser salidas cada fin de semana que se conceden en la última etapa o el tercer grado del régimen abierto.

2.-Permisos de Salidas Extraordinarios; permiten la salida del interno por causas humanitarias y en forma excepcional, en cualquier etapa de la ejecución de la pena, de acuerdo al criterio del Director del establecimiento.

En nuestra legislación, en la mayoría de los casos se trata de permisos de salida extraordinarios para salir del centro penitenciario hasta por un lapso de 72 horas.

A.- CASOS EN QUE SE CONCEDE PERMISOS DE SALIDA EN EL CEP. PERUANO.- Estos permisos se conceden al interno procesado o sentenciado, por el Director del establecimiento penitenciario, en los siguientes casos:

· Enfermedad grave, debidamente comprobado con certificado médico oficial, o muerte del cónyuge o concubino, padres, hijos o hermanos internos.

Evidentemente que los fundamentos de este permiso para salir del establecimiento penitenciario son de carácter humanitario, y debe ser autorizado por un plazo perentorio, siempre que se cumpla los requisitos exigidos. Además hay que anotar que se trata de un permiso especial o extraordinario, que no está basado en hechos o necesidades frecuentes, permiso al que probablemente muchos no se podrían acoger al no darse las condiciones que la justifiquen.

De las condiciones, la relativa a la enfermedad grave puede ser materia de duda, ya que en este caso interpretamos que el propósito del texto legal es facultad tal permiso cuando se halle en riesgo la vida del familiar, aun cuando este estado sea consecuencia por ejemplo de un accidente laboral, automotriz o de cualquier índole. Mientras que puede darse el caso de enfermedad grave como un cáncer, un TBC, entre otras, pero que dada la evolución del mal en dicho momento no está en peligro inmediato la vida del paciente, porque el mal está controlado.

Otro aspecto problemático es el concerniente al vínculo familiar de tipo conyugal. En el caso de estar conformado por las formalidades legales del matrimonio no habría mayor dificultad para acreditarse, pero en los casos de "concubinato", reconocidos tardíamente a partir de nuestra constitución del 79, pero que no fue considerado por el CEP. De 1985 y si por el vigente, su acreditación puede ser materia de discusión.

Nacimiento de hijos del interno; la razón para concederse este permiso es también comprensible, sin embargo existe algunas situaciones de conflicto. En una interpretación extensiva se entiende que se trata de hijos producto de un matrimonio o de un "unión de hecho", o de alguna otra forma de relación no estable que da lugar al nacimiento de un vástago, y que por tanto el interno padre se acoge a este permiso. 
Nosotros consideramos que las dos primeras situaciones de paternidad avalan claramente la posibilidad de este permiso, y que en el tercer se tendría que acreditar fehacientemente en cada situación, para evitar simulaciones.

Para realizar gestiones personales de carácter extraordinario que demanden la presencia del interno en el lugar de la gestión. Esta es una condición probablemente sujeta a interpretaciones más diversas y factible de ser aplicada irregularmente, como ha ocurrido en diversos casos, dada la no precisión de que es gestión personalísima de carácter extraordinario.

Para realizar gestiones con el propósito de la obtención de trabajo y alojamiento ante la proximidad de su liberación. Debemos precisar en ese caso el tiempo que supone "la proximidad de su liberación" que podría ser entre uno o dos meses antes y no periodos más lejanos por razones compresibles.

Este es el único caso en que prácticamente casi todos los reclusos podrían solicitar estos permisos de salida, excepto los condenados a cadena perpetua. Sin embargo en la práctica es relativamente poco requerido, probablemente debido a que un número importante de internos sale del establecimiento carcelario, meses o años antes de cumplir su condena, mediante los beneficios penitenciarios de semilibertad o liberación condicional, lo que da lugar a que muchos internos no recurran a este permiso.

Los tres primeros casos son realmente extraordinarios o excepcionales, y sobre todo los dos primeros son aleatorios. El cuarto no es un permiso extraordinario sino que puede ser considerado ordinario. Sin embargo, tales permisos regulados por el CEP., son para casos excepcionales y debería ampliarse o incluirse el permiso de salida ordinario o salida transitoria, de tal forma que sea factible su accesibilidad para un mayor número de internos y en forma más periódica.

Al respecto ALEJANDRO SOLIS ESPINOZA; "propone un inciso adicional "5"que estipule lo siguiente; "para visitar a sus familiares, siempre que tenga domicilio u hogar conocido, cada treinta o setenta días, de conformidad con su conducta y el tiempo de pena cumplido que no debe ser inferior al exigido para la liberación condicional".

B.- AUTORIDAD QUE LA OTORGA.- La autoridad encargada de otorgar estos permisos de salida es el Director del establecimiento penitenciario, pero dando cuanta al Ministerio Público y en su caso al Juez que conoce del proceso. El CEP. De 1985 estableció dicha potestad al Juez de Ejecución Penal, pero la vigente ley al eliminar dicho magistrado y probablemente con la esperanza de alcanzar mayor celeridad en el trámite de este beneficio, que por razones obvias requería una resolución rápida, encargó al Director del establecimiento carcelario, que se halla en contacto más cercano y permanente con el interno, la decisión de resolver este pedido.

El Director  del establecimiento penitenciario puede conceder el permiso solicitado o bien denegarlo. En el primer caso debe señalar ciertas reglas o recomendaciones, y sobre todo adoptar las medidas necesarias de custodia durante la salida del interno, bajo responsabilidad.

Generalmente el interno sale bajo vigilancia de dos miembros del INPE o policías. Además es importante que se le otorgue una constancia que justifique, ante cualquier autoridad que los requiera, su permanencia fuera del establecimiento.

En caso que se le deniegue el permiso de salida, el interno puede plantear un Recurso de reconsideración ante el mismo Director quien debe resolver en un término perentorio.

2.2- REDENCIÓN DE LA PENA POR EL TRABAJO Y LA EDUCACIÓN.

Este beneficio que permite redimir o perdonar la pena por los días de trabajo o estudios realizados por el interno, tienen una larga experiencia en diversos países, entre ellos España. En nuestro medio fue instituido en 1969 por el Decreto Ley Nº 17581, en su versión de "redención de penas por el trabajo" habiéndose incluido posteriormente "la redención de penas por el estudio" mediante el Decreto Ley Nº 23164 en julio de 1980, luego reglamentados por el Decreto Supremo 025-81-JUS de setiembre de 1981. Más tarde fueron recogidos en el CEP de 1985 dentro el rubro de beneficios penitenciarios y mantenidos en el Código vigente con algunas variantes.

Los beneficios de redención de la pena por el trabajo y la educación, son acumulables si se realizan simultáneamente.

"Es la libertad definitiva del interno por haber cumplido la pena impuesta en la sentencia, a la que se ha computado los días redimidos por el trabajo o educación realizada en el establecimiento penitenciario."

El otorgamiento del beneficio de la redención de la pena por el trabajo y la educación, permite obtener la libertad bajo vigilancia en audiencia extraordinaria, cuando el tiempo de detención sumada a la redención de la pena por el trabajo o la educación es igual a la pena solicitada en la acusación fiscal; evitando de esta forma la permanencia indebida de los internos en el penal.  Asimismo permite obtener la semi-libertad con anticipación del cumplimiento de la tercera parte o dos terceras partes de la condena según el tipo penal señalado por ley, sumado al tiempo de reclusión el computo laboral o educativo; de igual forma permite alcanzar la libertad condicional ante el cumplimiento de la mitad o las tres cuartas partes de la pena impuesta, con la correspondiente disminución del computo laboral o educativo; finalmente permite alcanzar la liberación definitiva con anticipación a la fecha fijada en la sentencia siempre que no haya sido beneficiado con anterioridad con un beneficio penitenciario.

El trabajo en el campo penitenciario se convierte en un elemento capaz de transformar la conducta del interno hacia una relación que motive y valore la actividad, tendente a lograr no sólo el sostenimiento del recluso sino que este pueda mantener a la familia, haciendo del encierro una permanencia útil para él mismo y para los suyos. El trabajo contribuye a la mejora espiritual y física del interno, evitándola la serie de actos contrarios al tratamiento que se da en la prisión como consecuencia de la prisionización.

A través de este beneficio se contribuye a la rehabilitación del delincuente, de tal forma que permita asegurar que no volverá a delinquir y que actuará en adelante por el buen camino. Su importancia también radica en el esfuerzo de hacer del interno una persona resocializada se ve complementada con el apoyo de la sociedad cuando egrese del Penal; brindándole un ambiente no hostil no delincuencial, que podría perjudicar su aprendizaje.

Un complemento de la contribución a la rehabilitación del delincuente, es el ingreso económico que percibe por el trabajo efectuado. Esta retribución le permite no sólo cooperar económicamente con su familia, le sirve para pagar la reparación civil impuesta en la sentencia y acortar el plazo en que se encontrará privado de libertad.

La inclusión en nuestra norma de este beneficio, incentiva el proceso de rehabilitación del delincuente; permite conservar la disciplina.

Para los internos representa un avance en su readaptación; le incentiva a mantener una buena conducta, a trabajar y estudiar; requisitos necesarios para el otorgamiento de este beneficio conforme lo establece el vigente Código de Ejecución Penal.

El aprendizaje y el estudio reprimen en el interno la ociosidad y otros hábitos que conviven en el comportamiento delincuencial.

De lo mencionado se desprende la importancia que tiene este beneficio no sólo esta en el tratamiento penitenciario, sino en la obtención de la libertad a través de otros beneficios, manteniéndolo sujeto al cumplimiento de las normas internas del penal y al buen comportamiento.

IMPORTANCIA.- El beneficio de la redención de la pena por el trabajo y la educación le ofrece al interno una mejor estancia en el establecimiento penitenciario y le resulte importante para su tratamiento porque le permite mantenerse ocupado y sentirse útil, e incrementar sus conocimientos.
MODALIDADES.- La redención de la pena permite que mediante el trabajo realizado o la educación recibida, el interno puede redimir o reducir su pena. Nuestro Código de Ejecución Penal vigente ha estipulado dos modalidades de redención, que podemos llamarlos ordinarios en un caso y extraordinarios en el otro.

1.-Redención de penas ordinaria o 2x1; Mediante dos días de trabajo realizado o la educación recibida, el interno puede redime o reduce un día de pena. Asimismo, si recibe educación en sus diversas modalidades, bajo la dirección del Organo Técnico del establecimiento penitenciario, redime un día de pena por dos días de estudio, si aprueba la evaluación periódica de tales estudios.

2.-Redención de penas extraordinaria o 5 x 1; En los casos de los artículos 129, 200 segunda parte, 325 a 332 y 346 del Código Penal, el interno puede redimir su pena mediante el trabajo o la educación a razón de un día de pena por cinco días de labor o de estudio respectivamente.

3.- APLICACIÓN Y PROHIBICIONES.- La redención de la pena se aplicará para los siguientes casos:

a. Para el cumplimiento de la pena
b. Para la libertad bajo vigilancia de acuerdo al código de ejecucion  penal
c. Para el cómputo de pena cumplida Semilibertad.
d. Para el cómputo de pena cumplida en la liberación condicional

También hay que considerar que de acuerdo a la segunda parte del numeral 47 del CEP., estos beneficios están prohibidos para los agentes de los delitos tipificados en los artículos 296, 297, 301, 302 y 319 a 323 del Código Penal. Asimismo en los casos de algunos otros delitos estipulados por ley posterior.

2.3.- LA SEMI - LIBERTAD.

Mediante este beneficio se permite al interno egresar -durante el día- del centro penitenciario, para efecto de trabajar o educación, obligándose luego al término de la jornada respectiva a pernoctar en su domicilio, sujeto a control e inspección de la autoridad penitenciaria, del representante del Ministerio Público y del Juez Penal respectivo. Para ello debe haber cumplido previamente un tercio de su condena o tres cuartas partes de la misma, además de otras condiciones.

La Semi-libertad es un mecanismo de pre libertad concedido por el órgano jurisdiccional competente, observando la buena conducta del interno, el tiempo de permanencia de interno en el establecimiento penitenciario, y teniendo en cuenta la evolución del tratamiento penitenciario, su avance positivo en su rehabilitación.

Este beneficio consiste en que se otorgue anticipadamente la libertad al interno, cuando se considera que está próximo a su rehabilitación, poniéndolo a prueba a efectos de saber si el tratamiento permitirá su rehabilitación total.

En su versión ortodoxa, la Semi-Libertad permite la salida del interno, generalmente en el día, para que trabaje o estudie, retornando en la noche al establecimiento penitenciario o a una casa de semi libertad, tal como se aplico en nuestro medio hasta antes de 1991.

Esta modalidad es similar al régimen de Reclusión Nocturna, el mismo que se diferencia del presente beneficio penitenciario, porque se estipula para casos de condenados a penas muy cortas y desde el inicio de la condena.

El concepto de Semi libertad se pone de manifiesto en nuestro ordenamiento mediante la Ley Nº 10129 de 1945 que adoptaba la libertad progresiva. En 1969 con el Decreto Ley Nº 17581 denominado "Unidad de Normas para la Ejecución de Sentencias Condenatorias", que fortalece el sistema progresivo adoptado donde incluido el beneficio de semilibertad.

Esta norma otorgaba el beneficio de semi libertad según la modalidad de la pena impuesta al sentenciado, por ejemplo: podría acceder a este beneficio cuando la pena sea de internamiento, al cumplir quince años. Otras exigencias de esta norma al igual que en la actualidad era que el condenado no debía tener proceso pendiente con mandato de detención, habiéndose observado durante su permanencia en el Penal, buena conducta y contar con contrato de trabajo, esta última exigencia era porque, el beneficio de semilibertad se otorgaba cuando el interno conseguía trabajo; debiendo, luego de terminar su jornada laboral regresar al establecimiento penitenciario para pernoctar en él.
El Código de Ejecución Penal de 1985 promulgado mediante Decreto Legislativo Nº 330, incluyo la figura del Juez de Ejecución Penal, el cual resolvía la concesión de beneficio de semilibertad previo dictamen del Ministerio Público - Fiscal provincial; dicho juez tenia su despacho en el propio establecimiento penitenciario.

Con la dación del Código de Ejecución Penal de 1991, la figura este magistrado dejó de existir; permitiendo que el retraso en los procedimientos para la concesión de los beneficios penitenciarios sea aún mayor.

Así también hubo un cambio sustancial entre el código de 1985 y el vigente de 1991, al reemplazarse la obligación de volver en la noche al centro carcelario, por la "obligación de pernoctar en sus domicilio quitándole el rastro de "semilibertad" y convirtiéndole en una especie de "Liberación condicional", bajo la condición de trabajar o estudiar en el día.
También constituye un incentivo al interno a seguir su tratamiento con disciplina, y cooperando de este modo a la convivencia pacífica con los demás internos.

IMPORTANCIA.- Mediante este beneficio se busca poner a prueba al interno luego de aplicársele el tratamiento penitenciario; por lo que durante el tiempo que goza de su libertad se encontrará sujeto a control, y a reglas de conducta por lo que es denominada comúnmente como "libertad vigilada".
MODALIDADES.- En nuestra legislación vigente podemos diferenciar dos modalidades o tipos de este beneficio:
De este modo, si alguien es condenando a 18 años de pena privativa de libertad, a los 6 años de pena cumplida un tercio (1/3) puede tramitar este beneficio. Pero si este interno laboró los primeros 4 años de su encarcelamiento habrá logrado redimir 2 años de pena que adicionado a sus 4 años de pena efectiva, se le computará como 6 años de carcelería, pudiendo entonces a los 4 años efectivos de pena privativa de libertad acogerse a este beneficio.

Una semi-libertad ordinaria que exige un tercio de la pena cumplida, a la que pueden acogerse todos aquellos condenados que no tienen restricciones para solicitarlo.

Una semi-libertad extraordinaria o especial que exige dos tercios (2/3) de pena cumplida, así como el pago previo de la reparación civil y de la multa respectiva en su caso, o señalar fianza si es insolvente. En este caso, un condenado a 18 años de privación de libertad, podrá solicitar este beneficio a los 12 años de pena cumplida (2/3). En el supuesto que también se acoja a la redención de penas tendrá que ser en la modalidad del 5x1, y si ha trabajado desde el primer día de carcelería, a los 10 años de pena efectiva habrá logrado redimir 2 años, que adicionados a los años efectivos se le contará como 12 para acogerse a la semi-libertad, de tal modo que con sólo 10 años de pena privativa de libertad efectiva se le puede otorgar este beneficio.

Requisitos.
Copia certificada de la sentencia, para acreditar un tercio o dos tercios de pena cumplida en cada caso.
Certificado de Conducta

Certificado de no tener proceso pendiente con mandato de  detencion

Certificado de computo labor o estudio, si lo hubiere

Informe sobre el grado de readaptaci’on del interno, de acuerdo a la evaluacion  del Consejo Tecnico Penitenciario

Certificado Policial que acredite l domicilio o lugar de alojamiento.

La exigencia de acredotar el contrato de trabajo o la matricula en una institucion educativa, que configuraba en el texto original  del CEP, fue eliminada por la Ley N` 26861 el 06- 10-1997 para evitar el problema que tenian los internos para obtener tales documentos. Sin embargo ello no es obice para que se exija como requisito una Declaracion Jurada del trabjo o entidad laboral o centro educativo donde estudiara, en base a que el artículo 48 que permite la semilibertad es solo para efectos de trabajo o educacion.
REQUISITOS PARA SU CONCESION.- El Codigo de Ejecucion Penal se;ala los siguientes requisitos documentales para solicitar este beneficio.
TRAMITE ADMINISTRATIVO JUDICIAL.- De acuerdo a la norma vigente, el tramite se inicia en el centro penitenciario y luego se envia al juez Penal.

Esta fase se inicia de oficio a cargo del Consejo Tecnico Penitenciario o bien ha pedido del interno interesado.

La organización del expediente de semi-libertad debe contener todos los requisitos enumerados en el rubro anterior.

El plazo para organizar el expediente es de hasta diez días.

Fase Administrativa; Dentro del centro carcelario.

El Juez Penal recibe el expediente de semilibertad, debe correr traslado al Fiscal Provincial respectivo para que emita dictamen.

El Fiscal Provincial debe emitir dictamen respectivo, dentro del tercer día de recibido el expediente.

El Juez una vez recepcionado el expediente con el dictamen fiscal, debe resolver la solicitud de semilibertad dentro del tercer día.

Contra esta resolución procede recurso de apelación.

En el caso que el Juez conceda el beneficio de la semi-libertad debe señalar las reglas de conducta establecidas por el artículo 58º del Código Penal, "en cuanto sea aplicable". De tales reglas creemos que son imprescindibles:

Prohibición de ausentarse del lugar donde reside sin autorización del juez

Comparecer personal y obligatoriamente al juzgado, para informar y justificar sus actividades

REVOCATORIA DEL BENEFICIO Y PROHIBICIONES.- La semi-libertad se puede revocar por el juez competente, obligándose al condenado a cumplir el resto de la pena pendiente, en los casos siguientes:

La comisión de un nuevo delito doloso, o

El incumplimiento de las reglas de conducta establecidas

Asimismo se prohíbe la concesión de este beneficio para determinados condenados, estipulados mediante leyes especiales.

2.4.-LIBERACIÓN CONDICIONAL.

Es un beneficio penitenciario concedido a un recluso que ha cumplido una parte de su condena en prisión. El penado que se encuentre ya en el último periodo de la condena y que habiendo observado buena conducta ofrezca además garantías de llevar una vida honrada es el que con más frecuencia se beneficia de este precepto. El tiempo de libertad condicional dura lo que a dicho preso le reste por cumplir de condena. Está reglamentado que si durante ese plazo vuelve a delinquir, regresará a prisión hasta finalizar dicha condena.

Este beneficio penitenciario se encuentra extendido en los sistemas penales que contemplan la pena como algo más que un castigo, como un mecanismo de reeducación y reinserción social del delincuente.

Consiste en la liberación anticipada del condenado que ha cumplido la mitad de la pena privativa de libertad o tres cuartas partes (3/4) de la misma en casos especiales, de tal modo que el saldo de la pena la cumpla en libertad bajo ciertas reglas de conducta. Es una experiencia con diversas particularidades en el derecho comparado.

Mediante este beneficio, "el liberado sigue siendo técnicamente un penado, aunque su vida trascurre en libertad efectiva sólo recortada en algunos sistemas por la vigilancia y sujeción de determinadas restricciones y, en todo caso, sujeta a la condición de buen comportamiento. De ahí, precisamente, la terminología de "condicional" con que se recoge en los sistemas latinos, o "bajo palabra" on parole,  en los sistemas anglosajones".

Mediante este beneficio penitenciario el interno sentenciado puede obtener su excarcelación cuando ha cumplido la mitad o las tres cuartas partes de la pena impuesta según corresponda.

La libertad condicional " no es una libertad definitiva, sino una pre-libertad otorgada al penado durante el cumplimiento de la condena, pues, el liberado condicional sigue siendo un condenado hasta el cumplimiento total de la pena".

Esta institución penitenciaria se acogió en nuestro medio por el Código Penal de 1924, posteriormente, el Decreto Ley 17581 de abril de 1969, primera ley de Ejecución Penal autónoma del Perú, la incorporó dentro de su texto sin modificar la norma penal que exigía el cumplimiento de "dos tercios (2/3) del tiempo de su condena y en todo caso no menos de un año de penitenciaria o relegación ni ocho meses de prisión"

El Decreto Ley 23164, del 16 de julio de 1980, que modifico al DL. 17581 en lo que respecta a la redención de penas por el trabajo, así como el Decreto Supremo 025-81-JUS del 29 de setiembre de 1981, dispusieron que el tiempo redimido por el trabajo o estudio se tomaría en cuenta para contar el tiempo exigido para solicitar la liberación condicional.

Con lo cual se busca reinsertar al recluso que reporta buena conducta y síntomas de rehabilitación y ha cumplido una parte de la pena efectiva establecida por la ley, de tal manera que constituye una oportunidad para el condenado de demostrar a la judicatura que es un sujeto socialmente útil, es por ello que dicha oportunidad esta sujeta a su revocación inmediata por su naturaleza condicionante, si el sentenciado incumple las normas de conducta a las que esta obligado.

IMPORTANCIA.- Por medio de este beneficio penitenciario se busca la rehabilitación y resocializacion eficiente del condenado, mediante un mecanismo que permite anticipar la liberación del interno del establecimiento penitenciario como parte readaptación social al haber cumplido los requisitos legales que establece la norma para su otorgamiento.

MODALIDADES.- Según la legislación vigente podemos diferenciar dos modalidades de liberación condicional:

En el supuesto de un condenado a 16 años de pena privativa de libertad sin impedimento para acogerse a esta modalidad, requerirá haber cumplido la mitad de la pena, esto es 8 años para obtener este beneficio. Tiempo que puede ser menor si redime la pena por el trabajo en su modalidad del 2x1, de tal modo que a los 64 meses de pena efectiva (5 años y 4 meses) puede redimir 32 meses (2 años y 8 meses), sumando 8 años, de tal modo que a los 5 años y cuatro meses de pena efectiva podrá tramitar su liberación condicional.

Liberación condicional ordinaria: Se otorga en los casos admitidos legalmente, cuando se ha cumplido la mitad de la pena privativa de libertad.

Liberación Condicional extraordinaria; En casos de los artículos 129, 200 segunda parte, 325 a 332 y 346 del Código Penal, en los que se exige tres cuartas partes de la pena cumplida.

Ejemplo, un condenado a 16 años de pena privativa de libertad, que puede acogerse a la modalidad extraordinaria, solicitará este beneficio al cumplir tres cuartas (3/4) parte de su pena o sea a los 12 años. En caso que también redima sus penas será en la modalidad del 5x1, y si trabaja desde el prime día de carcelería a los 10 años de pena efectiva podría solicitar su liberación condicional.

REQUISITO PARA SU CONCESIÓN.- El Código de Ejecución Penal vigente considera que se deben contar con los siguientes documentos:

Testimonio de condena

Certificado de conducta

Certificado de no tener proceso pendiente con mandato de detención

Certificado de Cómputo laboral o estudio, si lo hubiera

Informe sobre el grado de readaptación del interno, de acuerdo a la evaluación del Consejo Técnico Penitenciario.

TRÁMITE ADMINISTRATIVO- JUDICIAL.- Al igual que en la semi-libertad el trámite se inicia en el establecimiento penitenciario y luego se remite el expediente al juzgado penal respectivo:

Fase Administrativa; En el establecimiento penitenciario.

Esta fase se inicia de oficio a cargo del Consejo Técnico Penitenciario, o bien a pedido del interno interesado

El expediente de liberación condicional debe tener todos los requisitos enumerados en el rubro anterior

El plazo para organizar el expediente es hasta de diez días

Fase Judicial; El encargado reconceder este beneficio es el juez que conoció el proceso.

El Juez Penal que recibe el expediente de liberación condicional, debe correr traslado al Fiscal Provincial respectivo para que emita dictamen

El Fiscal Provincial debe emitir dictamen respectivo, dentro del tercer día de recibido el expediente

El Juez una vez decepcionado el expediente con el dictamen fiscal, debe resolver la solicitud de liberación condicional dentro del tercer día.

Contra esta resolución procede recurso de apelación

En el caso que el juez conceda el beneficio de la liberación condicional, debe señalar las reglas de conducta establecidas por el artículo 58º del Código Penal, "en cuando sean aplicable".

REVOCATORIA Y PROHIBICIONES DE ESTE BENEFICIO.- La libertad condiciónala se puede revocar en los siguientes casos:

Al cometer el liberado nuevo delito doloso, por lo que debe cumplir el tiempo de la pena pendiente contando desde el momento en que se le concedió el beneficio.

Al incumplir las reglas de conducta señaladas al concederle la liberación condicional. En este caso debe cumplir el tiempo pendiente de la pena impuesta.

Asimismo se prohíbe la concesión de este beneficio en ciertos casos de delitos estipulados por leyes diversas.

2.5.-LA VISITA ÍNTIMA.

Este beneficio constituye una de las medidas de solución más importante frente al problema sexual carcelario, la cual implica castidad forzada de los internos casados o en convivencia. Nuestro CEP. Señala que esta visita intima tiene como objeto principal el mantenimiento de las relaciones del interno con su cónyuge o concubino, bajo recomendaciones de higiene y planificación familiar así como de profilaxis médica.

Es el permiso de relación sexual que según las Naciones Unidas debe otorgarse prescindiendo de la calificación de la conducta del reo, dado que el preso está privado de su libertad ambulatoria; pero no, de su libertad sexual, así el permiso consiste en el ingreso de la esposa o concubina a una celda o lugar especialmente acondicionado a tales efectos para permitir a los esposos la relación sexual, no significando un premio sino la satisfacción de una necesidad del interno y de su cónyuge libre.

En nuestra legislación las visitas íntimas se encuentran permitidas para los internos casados o convivientes; pero su implementación en nuestras cárceles encuentra un problema ante la necesidad de contar con personal especializado que realice las evaluaciones respectivas antes de conceder este beneficio. No siendo posible en algunos casos, que su acceso alcance para la población penal femenina.

La legislación prevé que la vista intima sea controlada por parte del interno como de la visita relacionada a profilaxis, higiene y control de natalidad, hecho que traerá la seguridad social, en los diferentes Establecimiento penitenciarios las visitas conyugales ingresan hasta los ambientes de los internos, los cuales tiene un respeto aceptable en los horarios y en la privacidad.

Sabemos que desde que una persona es absorbida por el sistema penitenciario toda su vida cambia sin más. Si bien desde la teoría, la pena privativa de libertad solamente restringe la privación la libertad ambulatoria, desde el momento en que una persona es encerrada por el poder penal, la cárcel termina por tragarse al preso, confiscándolo y neutralizando todos sus derechos fundamentales; Así el interno padece también una abstinencia sexual, como si fuese una accesoria adscrita a la pena principal, tal tesis es incompatible con la Constitución y los fines de rehabilitación y resocialización de la pena.

Es por ello que surge la necesidad de implementar mecanismos para afrontar el problema sexual carcelario, en este sentido, las vistas intimas constituye una medida destina a minimizar los efectos de la abstinencia sexual del presidio en los internos, y así también controlar las practicas sexuales investidas como la homosexualidad o prestación de prostitutas a través de cupos al personal encargado de vigilar el ingreso al Establecimiento penitenciario.

IMPORTANCIA Y JUSTIFICACIÓN.- Lo que estima la ciencia penitenciaria, es evitar que exista el problema sexual en el interno del Establecimiento, por ello se debe buscar medidas alternativas a la prisión, a fin de que las penas no sean muy largas y evitar las abstinencias sexuales prolongadas. La actividad sexual debe ser controlada al interior de Establecimiento, el problema genera un problema social, porque la población penal en su mayoría son de estratos bajo y en descontrol.

REQUISITOS PARA SU AUTORIZACIÓN.- El código vigente no es muy explicito al respecto, solo indica algunas generalidades, dejando al reglamento la precisión respectiva. Sin embargo consideramos que su concesión requiere el cumplimiento de ciertas condiciones como las siguientes:

El procedimiento se inicia con la solicitud dirigida al director del establecimiento penitenciario indicando los datos de identidad de su pareja;

Copia simple de partida del matrimonio civil o religioso o cualquier otro documento que acredite la relación de convivencia;

Observar buena conducta por parte del interno

Informe médico favorable, que certifique que el interno no adolece de enfermedades de transmisión sexual, para prevenir riesgos de contagio de alguna enfermedad

Certificado medico de fecha reciente expedido por el área de salud en el que se indique que él o la cónyuge o conviviente no adolezca de enfermedades de transmisión sexual

En la doctrina penitenciaria se recomienda que este beneficio se cumpla en un ambiente especial que se denomina VENUSTERIO, bajo supervisión del personal penitenciario encargado para ello. Sin embargo, en nuestros centros carcelarios los internos no tienen una actitud favorable frente a dicho ambiente especial, prefiriendo que las visitas intimas se efectúen en sus propias celdas.

Si la solicitud fuera declarada improcedente el interno puede interponer recurso de apelación, el mismo que será resuelto por el Consejo Técnico Penitenciario en un plazo no mayor de cinco días hábiles.

PROCEDIMIENTO.- Respecto a su procedimiento, éste se inicia con la solicitud del interno al Director del Establecimiento Penitenciario, quien lo remitirá al Órgano Técnico de Tratamiento para su evaluación y verificación en un plazo no mayor de diez días. Con su opinión, el director resolverá lo solicitado en un plazo no mayo de tres días hábiles.

AUTORIDAD QUE CONCEDE ESTE BENEFICIO.- Según nuestro CEP., es el Director del centro penitenciario, quien debe disponer lo concerniente para que previamente se efectúen los exámenes médicos y la orientación en planificación familiar.

Recomendaciones de higiene y planificación familiar a la pareja

2.6..- OTROS BENEFICIOS -  RECOMPENSAS.

Nuestra legislación penitenciaria estatuye, que cuando la conducta del interno demuestre solidaridad y responsabilidad, bien es su desenvolvimiento personal o en la actividad organizada del centro carcelario, se le estimulará mediante recompensas.

ANTECEDENTES.- Se encontraba regulado en el Código de Ejecución Penal de 1985, en su artículo 60º que ante la evidencia de actos que denotan en el interno espíritu de compañerismo, trabajo y sentido de responsabilidad tanto en el comportamiento personal como en la actividad organizada del establecimiento, éstos serán estimulados mediante un sistema de recompensas que se determinará en el Reglamento. Este reglamento publicado el 16 de junio de 1985, mediante Decreto Supremo Nº 012-85-JUS establecía en su Capítulo IV, Sección 6, señalaba taxativamente las siguientes recompensas:

Mención honorífica, cuyo acto de entrega se efectuaba con la presencia de las autoridades del establecimiento, siendo de público conocimiento.

Autorización para trabajar horas extraordinarias.

Concesión extraordinaria de comunicaciones y visitas
Exoneración de servicios no retribuidos

Empleos en comisiones auxiliares de confianza sin que éstos impliquen funciones autoritarias por parte del interno.

Obsequios de bienes que pueden ser utilidad para el interno

Otros que determine el directos del establecimiento

Estas concesiones serán anotadas en el expediente personal del interno con expresión de los hechos que la motivaron; y se otorgaban por el Consejo Técnico de establecimiento penitenciario.
RECOMPENSAS QUE SE PUEDEN OTORGAR.-
 El código de Ejecución Penal del 1991, mantiene el mismo lineamiento del anterior código en cuanto a recompensas, las cuales son:

Autorización para trabajar en horas extraordinarias

Desempeñar labores auxiliares de la administración penitenciaria, que no impliquen funciones de autoridad. La que debe realizar sin afectar las reglas de seguridad

Concesión extraordinaria de comunicaciones y visitas

Otros que determine el reglamento

A su vez el Reglamento menciona a parte de estas recompensas a las siguientes:

Mención honorífica, que será entregada en ceremonia pública por el director del establecimiento penitenciario;

Obsequios de bienes al interno;

Prioridad en la participación de actividades de carácter cultural, social y deportiva en el establecimiento penitenciario; y

Las demás que determine el Consejo Técnico Penitenciario.

AUTORIDAD QUE LAS OTORGA.- En este caso se estipula que las recompensas son otorgadas por el Consejo Técnico Penitenciario, y además se debe anotar en el expediente o legajo personal del interno.

Fase Judicial; El encargado de conceder este beneficio es el Juez que conoció el proceso.

 OBLIGACIONES DE UNA PERSONA LIBERADA POR BENEFICIO PENITENCIARIO.
Si la liberación es por beneficio de semi libertad, las obligaciones son: a. Acreditar la actividad laboral o educativa que se realiza b. Pernoctar en su domicilio c. Informar personalmente cada treinta días de sus actividades al área de tratamiento en el medio libre que corresponda de acuerdo a su jurisdicción. d. Cumplir con las reglas de conducta impuesta por el Juez Penal. Si la liberación es por beneficio de liberación condicional, las obligaciones son: · Fijar un lugar de residencia habitual, informando sobre el cambio de domicilio a la autoridad penitenciaria. El incumplimiento es causal de revocatoria inmediata. · Informar personalmente cada treinta días de sus actividades al área de tratamiento en el medio libre. · Cumplir con las reglas de conducta impuesta por el Juez Penal.

CONSECUENCIAS DEL INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES IMPUESTAS.
Si no cumple con las obligaciones impuestas, se informará al Juez con la finalidad de requerir al liberado para el cumplimiento, bajo apercibimiento de revocarse el beneficio.

CAUSAS DE REVOCATORIA DE LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS.
También genera revocatoria del beneficio, la nueva condena por un delito doloso.

EFECTOS DE LA REVOCATORIA DEL BENEFICIO PENITENCIARIO.
El liberado es internado en un Establecimiento Penitenciario. Si la revocatoria se sustenta en el incumplimiento de las reglas de conducta, se computará el tiempo que el interno estuvo en semi libertad o liberación condicional. Si es por una nueva condena por delito doloso, obliga al liberado a cumplir el tiempo de la pena pendiente al momento de la concesión del beneficio de semi libertad o liberación condicional

CAPITULO III

Derecho comparado: beneficios penitenciarios

 Bolivia,  Chile, Colombia, Ecuador, Peru, Venezuela
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BOLIVIA
Existen dos beneficios penitenciarios:

La libertad condicional, siempre que se haya cumplido las dos terceras partes de la pena. Además se requiere informe favorable de la Dirección General de Establecimientos Penitenciarios y del Juez de Vigilancia.

El beneficio de pre-libertad bajo la modalidad de extramuros. Para tal efecto el interno tiene que haber cumplido más de la mitad de la condena impuesta, exceptuando aquellos casos en donde se haya impuesto al interno pena privativa de libertad superior a los diez años. Tratándose de delitos tipificados en el Código Penal, y en el caso de delitos tipificados en la Ley 1008 .Ley del Régimen de la coca y de sustancias controladas, cuando el interno haya sido condenado a pena privativa de libertad que exceda los cinco años.

Resolución Biministerial 001/95 - 27-01-95, Art. 1. Reglamento que norma el beneficio de pre-libertad bajo la modalidad de extramuros.
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CHILE
Los siguientes beneficios forman parte del tratamiento penitenciario de reinserción social:

La salida esporádica

La salida dominical

La salida de fin de semana

La salida controlada al medio libre

Para el otorgamiento de los beneficios penitenciarios se observa lo siguiente la buena conducta, el espíritu de trabajo, el compañerismo y el sentido de responsabilidad en el comportamiento personal, así como en la participación relativa en actividades asociativas, comunitarias o de otro tipo, que se organicen en los establecimientos penitenciarios.

Reglamento de Centros Penitenciarios, Decreto Supremo N° 518 de 1998, Arts. 96º y 110º
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COLOMBIA
El tratamiento penitenciario en sus distintas fases incluye los siguientes beneficios penitenciarios:

Permisos hasta de setenta y dos horas. Consiste en salidas del establecimiento, sin vigilancia. Se exige haber cumplido algunos requisitos.

Libertad preparatoria. El condenado que no goce de libertad condicional, de acuerdo con las exigencias del sistema progresivo y quien haya descontado las cuatro quintas partes de la pena efectiva, se le puede conceder la libertad preparatoria para trabajar en fábricas, empresas, etc. que ofrezcan seguridad y control del interno.

Franquicia preparatoria. Superada la libertad preparatoria y previa evaluación del Consejo de Disciplina, el interno pasa a disfrutar de la franquicia preparatoria. Esta consiste en que el condenado puede estudiar, trabajar o enseñar fuera del establecimiento, con presentaciones periódicas ante el director del establecimiento respectivo.

Trabajo extramuros.

Penitenciaría abierta.

Código Penitenciario y Carcelario, Arts. 146º a 149º
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ECUADOR

La norma prevé la existencia de los beneficios siguientes:

Pre-libertad. Es la parte del tratamiento en la que el interno que ha cumplido los requisitos y normas del sistema progresivo, desarrolla su actividad controlada por el régimen, fuera del centro de rehabilitación social.

Libertad controlada. Este es un beneficio en el cual el interno convive en su medio natural, siendo necesario para ello que el interno haya cumplido las tres quintas partes de la pena impuesta.

Rebajas. Es otorgado a aquellos internos que durante el tiempo de la condena observan buena conducta y demuestran interés por su rehabilitación. Es así que en virtud de ello pueden obtener como beneficio hasta ciento veinte días anuales de reducción de pena.

Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, Arts. 23º, 25º, 26º y 33º
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PERU

Los beneficios penitenciarios admisibles de conformidad a la normatividad penitenciaria peruana son los siguientes:

Permiso de salida, el que puede ser concedido al interno por un máximo de 72 horas, en determinados casos.

Redención de la pena por el trabajo y la educación. Se efectivizada en razón de un día de reducción de pena por dos días de labor.

Semilibertad. Permite egresar al sentenciado que ha cumplido la tercera parte de la pena.

Liberación condicional. Se concede al sentenciado que ha cumplido la mitad de la condena impuesta.

Visita íntima. Otorgado por el director del establecimiento penitenciario.

Otros beneficios. Integrado por recompensas, tales como la autorización para trabajar en horas extraordinarias, desempeñar labores auxiliares de la administración penitenciaria, y concesión extraordinaria de comunicaciones y visitas.

Código de Ejecución Penal, Art. 42º
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VENEZUELA

Las salidas transitorias. Los penados cuyas conductas lo merecen y cuando su favorable evolución lo permita, pueden obtener salidas transitorias, hasta por cuarenta y ocho horas debidamente vigilados y bajo caución.

Son fórmulas de cumplimiento de las penas:

El destino a establecimiento abierto. Puede concederse por el Ministerio de Justicia, a los penados que hayan extinguido por lo menos una tercera parte de la pena impuesta, habiendo demostrado conducta ejemplar.

El trabajo fuera del establecimiento. Es organizado por grupos que con la denominación de destacamentos y bajo la dirección y vigilancia del personal de los servicios penitenciarios, son destinados a trabajar en obras públicas o privadas en las mismas condiciones que los trabajadores libres.

La libertad condicional como último período de cumplimiento de la pena. Es acordada y está sujeta a la supervisión y vigilancia del delegado de prueba designado por el Ministerio de Justicia.

Ley del Régimen Penitenciario, Arts. 69º al 80º
Conclusiones 
A lo largo del estudio de legislación nacional sobre beneficios penitenciarios, podemos observar que se ha establecido cinco beneficios penitenciarios, correctamente identificados, sin contar las recompensas que es materia de un análisis posterior, dichos beneficios tiene como característica general, el objetivo de buscar reinsertar al penado a la sociedad, y lograr así la ansiada rehabilitación, por medio de actividades socio educativas y productivas que genere el habito al trabajo licito y propicie labores de índole académico y/o cultural. Sin embargo quienes hemos podido observar la realidad carcelaria, sabemos que ello no es así, por una razón primordialmente de idiosincrasia, la ley es claro, los mecanismos y el procedimiento también lo son, más por el contrario no existe la infraestructura ni los recursos que posibiliten el cumplimiento eficiente de los beneficios y en consecuencia los fines de readaptación social, que se espera, no se pueden concretar en la población penitenciaria.

Por ello debemos señalar a modo de conclusión, que se requiere mayor inversión del Estado, proveyendo los medios necesarios para la rehabilitación del delincuente, dado que de lo contrario, los establecimientos penitenciarios seguirán siendo, como señala ZAFFARONI; "local de seres humanos deteriorados", al no lograr el fin de la pena y propiciando un efecto inverso (antisocial) en la conducta de los reclusos.

CAPITULO IV

Preguntas frecuentes  que  se establecen en los establecimientos penitenciarios

01.- ¿Por qué es internada una persona en un establecimiento penitenciario?

Una persona es internada en un establecimiento penitenciario cuando existe un mandato de detención expedido por la autoridad judicial, Juez, ante la comisión de un delito.

02.-¿Cómo se determina la ubicación de un interno en un establecimiento penitenciario?

Para el caso de Lima Metropolitana y Callao, la ubicación de un interno en un establecimiento penitenciario lo determina la autoridad penitenciaria a través de una Junta de Clasificación que funciona en la Carceleta Judicial de Lima. Para dicha clasificación, se evalúan aspectos legales, sociales y psicológicos del interno que permiten determinar el grado de peligrosidad. Dependiendo de ello, se ubica al interno en el penal que se ajuste al perfil de la persona. En provincias es la autoridad judicial, el Juez, quien determina en primera instancia el internamiento de la persona detenida en el penal más cercano; y posteriormente es la Junta de Clasificación del Establecimiento Penitenciario quien determina su permanencia o traslado a otro penal, según la clasificación otorgada.

03 ¿Cómo se ubica a un interno dentro de un establecimiento penitenciario?

Para la ubicación de un interno dentro de un establecimiento penitenciario, es la autoridad penitenciaria quien a través de una Junta de Clasificación ubica al interno en un determinado pabellón dentro del penal.

04 ¿Cómo puedo visitar a un familiar o amigo que se encuentra recluido?

Como regla general, toda persona puede visitar a su familiar o amigo recluido en un Establecimiento Penitenciario. Para ello, la persona deberá acudir al Establecimiento Penitenciario en los días de visita para hombres y mujeres que fije el penal, presentar su documento de identidad y cumplir con las disposiciones de seguridad. La visita a amigos puede ser restringida en algunos establecimientos penitenciarios que albergan a internos de máxima peligrosidad.

05 ¿Un niño puede visitar a sus padres o hermanos recluidos en un Establecimiento Penitenciario?

Sí. Un niño puede visitar a sus padres o hermanos privados de libertad, siempre que se encuentre acompañado de una persona adulta que porte su documento de identidad que acredite el parentesco con el menor.

06¿Los internos pueden recibir encomiendas o paquetes de sus familiares?

Sí. Las encomiendas o paquetes pueden ser entregadas a un interno, siempre que éstos contengan objetos o alimentos no prohibidos en las normas de seguridad.
07 ¿Un interno sentenciado puede egresar de un Establecimiento Penitenciario antes del cumplimiento de su sentencia?

Sí. Un interno sentenciado puede salir en libertad antes del cumplimiento de su sentencia, a través de los beneficios penitenciarios, indulto, derecho de gracia o conmutación de pena.

08¿Qué son los beneficios penitenciarios?

Los beneficios penitenciarios son estímulos que se otorgan a los internos siempre y cuando cumplan con los requisitos establecidos en el Código de Ejecución Penal, su Reglamento y demás normas complementarias. Su otorgamiento está condicionado a la progresión en su tratamiento y a su conducta dentro del Establecimiento Penitenciario.

09¿Qué beneficios penitenciarios existen?

Los beneficios penitenciarios son: a. Redención de la pena por el trabajo y la educación b. Semi Libertad c. Liberación Condicional d. Permiso de salida e. Visita íntima f. Otros (estímulos y recompensas)

10¿Todos pueden acceder a los beneficios penitenciarios? ¿Quién los otorga?

No. Solamente acceden a los beneficios los que tienen buen comportamiento en el penal y cumplen con los requisitos de ley. Los beneficios de redención de pena, semi libertad y liberación condicional son otorgados por la autoridad judicial luego de la elaboración de un expediente o informe por parte de los profesionales del INPE que laboran en el Penal. Los beneficios de permiso de salida, visita íntima y otros, son otorgados por la autoridad del penal.

11 ¿Se puede solicitar traslado de Establecimiento Penitenciario?

Sí. El interno puede solicitar el traslado por razones de salud o de unidad familiar, para lo cual debe cumplirse con los trámites que establece el Código de Ejecución y Penal y su Reglamento.

12¿La salud es gratuita en los Establecimientos Penitenciarios?

Sí, la atención en los servicios de salud de los Penales es totalmente gratuita.

13¿Cómo se obtienen los antecedentes judiciales? ¿Cuánto demora el trámite?

Actualmente el INPE ha lanzado su formulario Web donde podrá registrar su solicitud de Certificado de Antecedentes Judiciales desde cualquier lugar de Internet, Así como ha ampliado la atención en sus unidades descentralizadas  a nivel nacional.

14¿Qué pasa con los antecedentes cuando una persona es condenada?

Los antecedentes de las personas condenadas registran positivo, indicando la condena que se hubiera impuesto, el delito y la autoridad judicial que la expidió.

15¿Cómo se borran los antecedentes?

Los antecedentes se borran con el cumplimiento de la condena impuesta a través de un trámite judicial denominado rehabilitación de condena.
16¿Qué obligaciones tiene una persona liberada por beneficio penitenciario?

Si la liberación es por beneficio de semi libertad, las obligaciones son: a. Acreditar la actividad laboral o educativa que se realiza b. Pernoctar en su domicilio c. Informar personalmente cada treinta días de sus actividades al área de tratamiento en el medio libre que corresponda de acuerdo a su jurisdicción. d. Cumplir con las reglas de conducta impuesta por el Juez Penal. Si la liberación es por beneficio de liberación condicional, las obligaciones son: ·
 Fijar un lugar de residencia habitual, informando sobre el cambio de domicilio a la autoridad penitenciaria. El incumplimiento es causal de revocatoria inmediata. · Informar personalmente cada treinta días de sus actividades al área de tratamiento en el medio libre. · Cumplir con las reglas de conducta impuesta por el Juez Penal.

17 ¿Qué pasa si no cumple con las obligaciones impuestas?

Si no cumple con las obligaciones impuestas, se informará al Juez con la finalidad de requerir al liberado para el cumplimiento, bajo apercibimiento de revocarse el beneficio.

18¿Qué otras causas de revocatoria del beneficio hay?

También genera revocatoria del beneficio, la nueva condena por un delito doloso.

19¿Qué efectos produce la revocatoria del beneficio?

El liberado es internado en un Establecimiento Penitenciario. Si la revocatoria se sustenta en el incumplimiento de las reglas de conducta, se computará el tiempo que el interno estuvo en semi libertad o liberación condicional. Si es por una nueva condena por delito doloso, obliga al liberado a cumplir el tiempo de la pena pendiente al momento de la concesión del beneficio de semi libertad 

CAPITULO   V

¿Beneficios o Derechos Penitenciarios?

5.1.- El fin de la pena en nuestro ordenamiento
5.2.- Principio constitucional de resocialización.
5.3.-Legislación sobre beneficios penitenciarios.

5.4.- Naturaleza jurídica de los beneficios penitenciarios

5.5.- Razones para no considerar a los beneficios como simple estímulos.

Conclusiónes  Finales
El poder corta y recorta la mala hierba,
pero no puede atacar la raíz sin atentar contra su propia vida.
Se condena al criminal, y no a la máquina que lo fabrica.
Como se condena al drogadicto,
y no al modo de vida que crea la necesidad del consuelo químico
y su ilusión de fuga.
Así se exonera de responsabilidad a un orden social
que arroja cada vez más gente a las calles y a las cárceles,
y que genera cada vez más desesperanza y desesperación.”


5.1.- EL FIN DE LA PENA EN NUESTRO ORDENAMIENTO
Ningún sistema de control social es perfecto sino que cada sistema creado debe adaptarse a la realidad particular que pretende controlar, por ello toda decisión político-legislativa que busque establecer un determinado régimen debe procurar siempre renovarse y optimizarse. 

En ese sentido, nuestro actual sistema penitenciario presenta grandes taras, entre ellas: deficientes programas de reinserción del interno a la sociedad, sobrepoblación carcelaria, falta de recursos. Debido a ello, en el presente artículo se propone la reforma normativa del instituto jurídico de los beneficios penitenciarios, cuya consecuencia inmediata sería la disminución de los niveles de sobrepoblación carcelaria.

El cambio propuesto obedece a que los beneficios penitenciarios no deben ser normados y comprendidos como simples incentivos o premios, sino como derechos. De esta forma, todo interno al cumplir con los requisitos formales ya establecidos -en el que se incluye los dictámenes favorables que acrediten el éxito del tratamiento resocializador, haber cumplido un tiempo de reclusión, certificado de no tener proceso pendiente con mandato de detención, entre otros- debería acceder al beneficio penitenciario solicitado. Siendo esto así, la actuación del juez penal mediante el acto discrecional en el que decidiría la concesión del beneficio penitenciario solicitado ya no sería condición necesaria, sino que el mismo se validaría solamente con la resolución del Instituto Nacional Penitenciario (en adelante INPE) para la concesión de los beneficios penitenciarios.

Cabe precisar que, en el desarrollo de este artículo, se usará el término beneficio penitenciario por su cotidianeidad, puesto que -en realidad- debería ser denominado: derecho penitenciario.
La pena significa la respuesta más violenta y última del estado frente a al delito. La pena responde a una lógica dialéctica, es decir, el legislador ha optado por adoptar tres teorías respecto del fin de la pena. 

La Teoría de la Prevención General, al momento de la conminación penal; la Teoría Retribucionista, en la etapa de la imposición de la pena y; por último, la Teoría de la Prevención Especial, durante la ejecución de la pena. Y es precisamente en esta última etapa, en la que los condenados a pena privativa de libertad pueden solicitar la concesión de un beneficio penitenciario. ROXÍN señala que “en la ejecución de la pena pasa totalmente a primer plano la prevención especial”. Así, esta teoría busca castigar mejor y para lograrlo “la disyuntiva que se plantea es la corrección –para los delincuentes corregibles- o la eliminación –para los incorregibles” ; de esta manera, se manifiestan las dos vertientes de esta teoría: prevención especial positiva y prevención especial negativa, respectivamente. 

Respecto a la teoría de la prevención especial positiva, ésta busca actuar especializadamente mediante un tratamiento terapéutico sobre el sujeto que ha cometido el delito, con el fin de evitar que éste nuevamente delinca y -de esta manera- reinsertarlo a la sociedad; siendo así que la pena no solo es meramente retributiva, sino que tiene también la finalidad de resocializar al delincuente y reintegrarlo a la sociedad. En cambio, la vertiente negativa, luego de identificar al delincuente incorregible con claros rasgos de posterior reincidencia, decide neutralizarlo o eliminarlo, debiendo entender a la “eliminación” -para efectos del presente trabajo- como una sentencia perpetua de pena privativa de la libertad o pena de muerte. 

Claramente, un sistema de derecho que se precie de ser constitucional –en relación al Mandato Constitucional de Resocialización y al carácter progresivo del Sistema Penitenciario, contemplado en la Constitución- y respetuoso de los derechos fundamentales de los internos, debe adoptar la primera de las teorías enunciadas: teoría de la prevención especial positiva, o cual será desarrollado a lo largo del presente artículo. Y, en este sentido, la cadena perpetúa y la pena de muerte del Sistema Penitenciario no deberían ser contempladas como tipos de penas.

5.2.- PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE RESOCIALIZACIÓN.
En el artículo 60º del Código de Ejecución Penal se establece que la reeducación, resocialización y la rehabilitación son los fines del sistema penitenciario, el mismo que está en coherencia con lo establecido en nuestra Constitución , así, el “concepto de resocialización: es un bien constitucional tanto por sus efectos para toda la sociedad como para el delincuente en sí mismo”
. 
Asimismo, el objeto del Principio de Resocialización, tal y como ha sido planteado en el artículo citado, resulta ser casi una copia fiel de lo estipulado en la Constitución Española. Cabe en este punto remitirnos a lo planteado por URÍAS MARTINEZ quien hace una diferencia entre estos tres términos: reeducación, rehabilitación y reincorporación (en España, llamado reinserción). Esta fórmula, tal y como lo señala MAPELLINI CAFFARENA, “ha querido conjugar de una parte la solución constitucional italiana y, de otra, la experiencia penitenciaria alemana.”

Este principio, según señala MONTOYA VIVANCO, citando la tesis de URÍAS MARTÍNEZ, “comprende tanto el proceso reeducativo como al resultado, la reincorporación social, sin que se descuide tampoco la comprensión jurídica de este resultado y que es determinada por la rehabilitación”, siendo este un proceso programático. El objetivo de este principio altruista es resocializar, es decir, no inocuizar al delincuente con la aplicación de la pena; sino reeducarlo y reintegrarlo a la sociedad, tarea que asume o debería asumir el Régimen Penitenciario. 

Así también, el “Estado no puede reducir su función a ser el carcelero del delincuente sin importarle cual es su destino. En este modelo de Estado -Estado Constitucional. hay que ir más allá, la ejecución de la pena debe ser algo más.” Los beneficios penitenciarios aparecen así como normas de ejecución penal, que regulan la situación jurídica de aquella persona que ha recibido una sentencia condenatoria.

Por tanto, de este principio “emana un mandato dirigido a todos los poderes públicos de dispensar al condenado, a nivel legislativo, judicial y penitenciario, las condiciones necesarias para una vida futura al margen de la comisión de hechos punibles” , quedando claramente planteada la relación de los beneficios penitenciarios como derechos según la finalidad resocializadora de la pena.
Por otro lado, tanto en la Convención Americana de Derechos Humanos , así como en el Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos establecen que la finalidad de la pena es la reforma y la readaptación social de los penados. En el mismo sentido nuestro Código de Ejecución Penal , contempla la rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad.
5.3.-LEGISLACIÓN SOBRE BENEFICIOS PENITENCIARIOS.
Los beneficios penitenciarios, aunque no con ese nombre, fueron contemplados por primera vez en el Perú con el Decreto Ley N° 17851, de fecha 15 de abril de 1969, Decreto denominado como “Unidad de Normas para la Ejecución de Sentencias Condenatorias”, que “incluyó dentro del PERIODO DE PRUEBA a los permisos especiales de salida”, “redención de penas por el trabajo”, “trabajar fuera del establecimiento” en el día y pernoctar en la cárcel (semilibertad) y la “liberación condicional”(…)” . 

Posteriormente, el 19 de marzo de 1982, se dictó el Decreto Supremo N° 334-81 JUS, en donde ya se utilizó el nomem iuris de beneficios penitenciarios. Luego, con el Código de Ejecución Penal de 1985 se contempló, en el Título II Régimen Penitenciario dentro del Capítulo IV, a los beneficios penitenciarios desde el artículo 42° al artículo 59°. 
De la misma forma, los beneficios penitenciarios vienen siendo regulados por el Código de Ejecución Penal vigente, así también su respectivo Reglamento Decreto Supremo Nº 015-2003-JUS de fecha 11 de septiembre de 2003, los contempla en los artículos 165º, 166º, 167º y 168º. 

Actualmente, nuestro Código Penal vigente en su Artículo IX del Título Preliminar, los beneficios podrían ser considerados como mecanismos de rehabilitación. Luego, el Reglamento del Código de Ejecución Penal al cual se adecuan las directivas del Instituto Nacional Penitenciario, en el artículo 165 señala que los beneficios penitenciarios son estímulos que coadyuvan al tratamiento resocializador de la pena.

5.4.- NATURALEZA JURÍDICA DE LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS

 Al respecto se presentan dos posturas: beneficios penitenciarios como derechos; o concebidos como incentivos, ofertas o premios. Ambas posturas tienen consecuencias prácticas distintas, ya que -respecto de la primera- el interno que cuente con un dictamen favorable sobre su proceso resocializador y cumpliendo los requisitos formales podría exigir la concesión de determinado beneficio; en cambio, si solo se tratase de un incentivo, la potestad discrecional del juez determinaría finalmente la concesión del beneficio penitenciario.
De los Beneficios Penitenciarios como Incentivos o Premios.
Según lo expuesto, nuestros legisladores se inclinan en concebir a los beneficios penitenciarios como estímulos que forman parte del tratamiento penitenciario como sistema progresivo, según el artículo 165 del Reglamento del Código de Ejecución Penal. En el artículo citado se señala que los beneficios son incentivos, premios u ofertas, por tanto, los reos no pueden exigir que el órgano jurisdiccional les conceda tales beneficios. 

Además y de acuerdo a la regulación existente en el Código de Ejecución Penal artículo 50 , en el artículo 165 del Reglamento de dicho Código, en la nota de prensa Nº 0111-2004-RRPP/TC del Tribunal Constitucional, el precedente vinculante dictado por el Acuerdo Plenario 9/97 y según el Instituto Nacional Penitenciario , los beneficios penitenciarios constituyen estímulos que están sujetos a ciertas condiciones: las de carácter meramente formal, y a la evaluación judicial que observará que el interno cumplió con rehabilitarse y puede ser reintegrado a la sociedad, puesto que ya no significa un peligro para ella. Los mencionados requisitos formales están dispuestos en razón del tipo de beneficio penitenciario que se pretende obtener.

Según la presente postura, no se debería formular cuestionamiento alguno respecto de la evaluación que realiza el respectivo órgano jurisdiccional. Esto, en la medida de que al aceptar que los beneficios penitenciarios son estímulos al tratamiento progresivo y se otorgan en recompensa a la respuesta favorable del interno hacia dicho tratamiento penitenciario, el juez podría evaluar conceder o no dichos beneficios sin ningún tipo de límite, ni restricción. Pero esta postura resulta ser incorrecta, debido a las siguientes razones:
5.5.- RAZONES PARA NO CONSIDERAR A LOS BENEFICIOS COMO SIMPLE ESTÍMULOS.
Primera
Debe existir congruencia entre lo previsto en el artículo IX del Título Preliminar del Código Penal y la concesión de los beneficios penitenciarios, es decir en la etapa de ejecución penal la pena debe obedecer a criterios de Prevención Especial, es decir al Principio Constitucional de Resocialización, el mismo que implica como ya ha sido desarrollado: la reeducación, la rehabilitación y la reinserción del interno a la sociedad. En este sentido, la pena no busca inocuizar a la persona que delinquió; sino, todo lo contrario, reformarla y reintegrarla a la sociedad.

Segunda
Nuestra legislación muestra que los beneficios penitenciarios son estímulos al sistema progresista del tratamiento penitenciario, dicha aseveración resulta ser totalmente contradictoria porque la mencionada característica del tratamiento penitenciario significa esperar un sistema de cambios en función de condiciones cada vez más favorables para los reclusos; ¿pero como lograrlo con un sistema tan rígido?, con un sistema que no acepta como derecho el que los reos cumpliendo requisitos formales puedan reducir su tiempo de pena privativa de libertad. 

Tercera
De acuerdo al Principio Resocializador de la pena, el mismo que ha sido reconocido constitucionalmente en nuestro país la pena busca mediante el progresivo tratamiento penitenciario, reeducar, rehabilitar y reintegrar al delincuente a la sociedad. Este mandato resocializador es un mandato constitucional, por tanto, no deberían ser considerados los beneficios como estímulos, porque no habría una garantía real, del tratamiento resocializador.

En conclusión y en atención a lo expuesto, la presente postura es rechazada y contrariamente nos inclinamos por entender a los beneficios como derechos de todo reo.

De los Beneficios Penitenciarios como Derechos 
La importancia de esta definición es clara, puesto que, considerar a los beneficios penitenciarios como derechos implica habilitar una situación de ventaja activa para los reos, en la medida que estaría en su ámbito personal decidir solicitar o no dichos beneficios. Pedido que el órgano jurisdiccional correspondiente, en nuestro caso el Juez Penal, debería resolver favorablemente y en concordancia con el tantas veces enunciado Principio de Resocialización declarar fundada dicha pretensión. Así pues, en el intento de adaptar esta postura a nuestra realidad normativa artículo 55º del Código de Ejecución Penal establece que la concesión del beneficio se dará en los casos que exista certeza que el delincuente no cometerá nuevo delito.

Luego, según la normatividad presente, para poder conceder el respectivo beneficio penitenciario, el juez debe evaluar si el interno solicitante ha dejado de ser peligroso y, por lo tanto, el tratamiento resocializador se ha realizado con éxito en él. Y solo en el caso de que su opinión sea favorable, se declara fundado su pedido. Pero, como es sabido, en nuestro ordenamiento jurídico la única manera de restringir derechos es mediante una Ley, el derecho fundamental a la libertad solo puede ser restringido mediante una ley; por tanto es inconstitucional, vulnerando también el mandato constitucional resocializador, que el Juez según criterio propio decida conceder o no el enunciado beneficio penitenciario.

Además, la mencionada evaluación judicial, tal y como es planteada en la actualidad, no requiere necesariamente estar motivada en los dictámenes del personal de la administración penitenciaria, los mismos que evalúan continuamente a los internos durante el tratamiento penitenciario; sino se da por convicción del respectivo órgano jurisdiccional conocedor del caso en concreto; es decir, si el juez tiene certeza de que el delincuente ha sido resocializado o no. Lo cual debe ser rechazado en su totalidad puesto que la concesión de dichos beneficios no deben estar sujetos a su “prudente albedrío”, el mismo que determinariá decisivamente su concesión. 

Al respecto, proponemos que el INPE como Organismo Público Descentralizado del Sector Justicia y rector del Sistema Penitenciario Nacional, se encargue de conceder los beneficios penitenciarios en la medida que éstos tienen trato directo con el interno y a ellos se debe el éxito o fracaso de las programas resocializadores. De esta manera, y en respeto al debido proceso, el interno podría impugnar una resolución no favorable dictada por el INPE en el Poder Judicial, quien solo revisaría en última instancia.

Conclusiones finales
Los beneficios penitenciarios son derechos limitados en tanto su otorgamiento esta condicionado a evidencias concretas de mejora en el delincuente y de no continuidad en su conducta delincuencial. Por tanto, la propuesta planteada en el presente trabajo es que la decisión de concesión o no del derecho a los beneficios penitenciarios debe estar fundamentada en el cumplimiento debido de los requisitos formales según sea el beneficio solicitado y en los dictámenes favorables que elaboren la administración penitenciaria acerca de la actual condición rehabilitada del reo solicitante; por lo que el rol que deberá cumplir el órgano jurisdiccional correspondiente es de actuación y valoración de las pruebas presentadas por el solicitante. Por ello, se debería modificar la legislación contraria al presente planteamiento regulado para la concesión de beneficios, y de esta manera se respete a cabalidad el Principio de legalidad para la restricción de derechos.

Así se evitaría que algunos jueces penales incurran en actos de corrupción en la medida que no dependería de su voluntad la decisión de concesión o no de los respectivos beneficios. De igual manera, podría verse resuelto el problema del hacinamiento carcelario, si mayor cantidad de personas que no representan un peligro real para la sociedad, pudieran convivir en ella, si bien es cierto con algunas limitaciones (arresto domiciliario, firma del cuaderno de control, prohibición de salidas al exterior, etc.) 

Siendo esto así el tratamiento penitenciario podría destinar su presupuesto a programas efectivos de tratamiento resocializador, y no a mantener a tantos internos, de esta manera se reduciría el hacinamiento penitenciario con una población que no representa peligro para la sociedad. Cabe recalcar, que la pena no debe ser entendida como un mecanismo eminentemente retribucionista, la pena privativa de libertad en su calidad de última ratio debe ser el último recurso con el que cuente el Estado en caso realmente incorregibles.

CAPITULO VI

Qué son los beneficios penitenciarios  y cuál es su naturaleza jurídica

6.1.- Objeto y fundamento juridico de los beneficios penitenciarios

6.2.- Aplicación  en el tiempo

6.3.- El cumplimiento de la finalidad de la pena

6.4.- Cumplimiento sucesivo de las penas en caso de revocatoria

Uno de los mayores problemas del sistema de justicia es el relativo a la ejecución de las sentencias  privativas de libertad y  la alta criminalidad que existe en los establecimientos penitenciarios en el que los internos, para  conseguir anticipadamente su libertad, buscan reunir los requisitos formales para  conseguir un beneficio penitenciario como la semilibertad y la libertad condicional y se ha demostrado que en gran parte, tales internos egresan de los establecimientos penitenciarios para seguir delinquiendo, no habiendo sido útil su permanecía en el establecimiento penitenciario  al no haberse cumplido con la finalidad preventiva especial de la pena impuesta y peor aún ocasionándose un gasto insulso al Estado.

El artículo 42 del  código de ejecución penal manifiesta taxativamente cuales  son los beneficios penitenciarios entre los que encontramos  entre otros, la Semi-libertad y la liberación condicional. Se podría  definir a los beneficios penitenciarios como  todos aquellos mecanismos  jurídicos  que tienen como finalidad la disminución temporal  de una reclusión efectiva.

Siendo así, resulta muy importante conocer la naturaleza jurídica de los mismos a fin de determinar si son incentivos o son derechos sustantivos, dejando claro,  que en la doctrina especializada  existe un debate inconcluso  sobre el carácter de las disposiciones  del denominado derecho penitenciario, es decir, si pertenecen al derecho penal material  o al derecho procesal penal, o que en él existen, simultáneamente, normas de una y otra disciplina.
 
Se dice que los beneficios penitenciarios son incentivos 2 , que no pueden estar en la categoría de derechos  ni gracias, ya que se encuentran sujetos no sólo a requisitos formales  de evaluación del órgano técnico del Establecimiento  Penal, sino también, al criterio del órgano jurisdiccional quien decidirá si declara fundado o no el beneficio penitenciario solicitado.  Sostener lo contrario supondría considerar a los beneficios penitenciarios como  derechos sustantivos  de tal forma que los internos al cumplir  con los requisitos formales establecidos - tiempo, comportamiento, informes , etc.- deberían acceder inmediatamente  al beneficio sin ningún otro requisito.

En la normatividad nacional debemos tener en cuenta que el reglamento del código de ejecución penal  señala que los beneficios penitenciarios  son estímulos que se otorgan a los internos  como parte del tratamiento  progresivo aplicado  por nuestra legislación y responde  a las exigencias de individualización de la pena y más aún según los artículos 50 y 51 del Código de ejecución penal el beneficio penitenciario sólo será concedido en los casos que la naturaleza del delito cometido, la personalidad del agente y su conducta dentro del establecimiento, permitan suponer, que no cometerá nuevo delito, es decir dependerá del  criterio y decisión del órgano jurisdiccional.

En igual sentido el  Tribunal Constitucional  ha señalado que los beneficios penitenciarios deben ser estimados como derechos subjetivos de los internos, ciertamente condicionados, porque su aplicación no procede automáticamente por el solo hecho de que quien lo solicita se encuentra recluido, sino que esta supeditado a presupuestos establecidos en la norma, los que aún si fueran cumplidos por el sentenciado no constituyen un factor decisivo para su concesión, sino que será decisivo para su otorgamiento la evaluación judicial de si el condenado se encuentra apto para ser reincorporado a la sociedad, habida cuenta que la justificación de las penas privativas de la libertad es la de proteger a la sociedad contra el delito 3 por lo que los beneficios penitenciarios vienen a constituirse en derechos espectaticios  sujetos  a ciertas condiciones  que hagan prever que la excarcelación  del interno no  genere un peligro para la sociedad.

6.1.- OBJETO Y FUNDAMENTO JURIDICO DE LOS BENEFICIOS PENITENCIARIOS

Conforme el artículo 139 inciso 22 de la constitución  el régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad, por lo que el fundamento jurídico de los beneficios penitenciaros se halla  en los principios de reeducación y reinserción social  que inspiran la aplicación de la pena.

 La pena es la característica más importante del derecho penal 
    y tiene funciones preventivas protectoras y resocializadoras que se relacionan directamente con la tesis dialéctica de la unión propiciada por ROXIN, la que tiene una  importancia teoría y practica manifestada en la necesidad  social de protección de bienes jurídicos, y que ofrece además una garantía para el delincuente  así como para la propia sociedad ya que el Estado sólo intervendrá  en su conveniencia, en la medida de lo necesario para mantener el orden establecido y que la aplicación de la pena debe ejecutarse  en armonía con la proporcionalidad  y las exigencias de la prevención  general y especial. 
 En nuestro sistema jurídico, se asume  la teoría preventivo general   al momento de la conminación de la pena y la teoría preventivo especial al momento de ejecutarse la misma, siendo que los beneficios penitenciarios  por un lado estimulan  al interno  para mejorar su condición  dentro de los establecimientos penitenciarios y por ende son un elemento importante  para su buena marcha, ya que facilitan  el control de la convivencia dentro del penal y por otro lado recompensan a los internos ya que  al acceder a ellos, por haberse logrado el fin de la pena,  pueden acortar sus condenas efectivas entendiéndose además que el estado no es un simple carcelero del  interno, sino mas bien  tiene la obligación de cumplir con su reincorporación a la sociedad, claro esta sin atentar contra la seguridad publica de la población.

6.2.- APLICACIÓN  EN EL TIEMPO

Estando a lo manifestado en líneas anteriores y teniendo presente que  las disposiciones que establecen los supuesto para conceder un beneficio penitenciario no son normas materialmente penales, estas deben  considerarse, a efecto de determinar la ley aplicable  en el tiempo, como normas materialmente procesales o procedimentales, por lo que tal problema deberá de resolverse  en base al principio de eficacia inmediata de la leyes, con las modulaciones  que éste pueda tener  como consecuencia del contenido constitucionalmente  protegido  del derecho  consagrado en el inciso tres  del artículo 139 de la Constitución  que manifiesta que es un  principio y derecho de la función jurisdiccional   el no ser “sometido a procedimiento  distinto de los previamente establecidos” .

El artículo VIII  del Código de ejecución penal  dispone que “La retroactividad y la interpretación de este Código se resuelven en lo más favorable al interno” , sin embargo y tal como lo interpretó el Tribunal constitucional  en el expediente 4694-2006-HC-TC  tal dispositivo debe entenderse que una nueva ley  pueda ser aplicable  retroactivamente  en aquellos casos  en los que  a pesar de que la solicitud de beneficio penitenciario  se presentó durante la vigencia de una ley  anterior, la nueva ley establece condiciones más favorables  para acceder a los beneficios penitenciarios. De manera  que la solicitud de beneficio penitenciario debe resolverse conforme a la ley vigente  al momento  de presentarse la petición, sin embargo, se aplicará la nueva ley, siempre que ésta regule tal materia  de la manera más favorable  a las expectativas del interno.

 Lo manifestado en líneas anteriores no  se opone al inciso 11 del articulo 139 de la Constitución   según el cual uno de los principios de la función jurisdiccional es  la aplicación de la ley más favorable  al procesado  en caso de duda o de conflicto entre leyes penales, ello en mérito a que quien solicita  un beneficio penitenciario ya no tiene la calidad de procesado  sino mas bien de condenado.

6.3.- EL CUMPLIMIENTO DE LA FINALIDAD DE LA PENA

 Tal como lo señala el Tribunal Constitucional Exp. 1594-2003-HC-TC  para la concesión de  los beneficios penitenciarios de semilibertad y liberación condicional,  no basta  el cumplimiento de las formalidades exigidas en los artículos 49 y 54  del Código de ejecución penal,  sino más bien  el juez penal unipersonal deberá  verificar el cumplimiento de la finalidad de la pena, debiendo por ello analizar si el tratamiento penitenciario brindado al condenado hacen preveer que éste  puede ser reincorporado a la sociedad, teniéndose presente que si la decisión del juzgador es debidamente motivada en forma negativa,  no se podrá alegar una violación a  la libertad individual  ya que   el condenado  tiene temporalmente restringida su libertad locomotora hasta el momento de cumplirse la condena impuesta en su contra.

La verificación del cumplimento de las finalidades de la pena por parte del juzgador  tiene trascendente importancia  ya que  el Instituto Nacional Penitenciario  que es un Organismo Público Ejecutor del Sector Justicia debido a su falta de infraestructura y hacinamiento penitenciario no se encuentra en capacidad de brindar un tratamiento penitenciario integral y personalizado a cada uno de los internos, por lo que  el expediente organizado por el Consejo Técnico Penitenciario no reflejan  la verdadera magnitud  del grado de readaptación y resocialización del interno  ya que bastaría verificar, por ejemplo, si el libro de sanciones  del Establecimiento Penitenciario, que sirve para emitir el certificado de conducta, se halla actualizado, o tener en consideración que el Informe social se realiza en base  a lo que manifiesta o promete el interno, lo cual implica que no sólo se debe realizar un trabajo de escritorio, sino mas bien  se debe realizar un trabajo de campo, función  que deberá realizar el representante del Ministerio Público,  dentro  de los cinco días que tiene para realizar su dictamen.

6.4.- CUMPLIMIENTO SUCESIVO DE LAS PENAS EN CASO DE REVOCATORIA

En la revocatoria de un beneficio Penitenciario por la comisión de un nuevo delito  se debe cumplir el saldo de la primera condena  y un vez culminada, recién se empezará a computar la nueva pena  privativa de libertad interpuesta; ello, no vulnera de ninguna forma  el principio de legalidad penal  ni mucho menos el derecho a la libertad personal.

Los beneficios penitenciarios pueden ser revocados en virtud  de los  artículos 52 y 56 del Código de Ejecución Penal ya que no se habría cumplido con la finalidad de la pena puesto  que el delincuente no se encontraba apto para ser reinsertado a la sociedad, debiendo de precisarse que el cumplimiento sucesivo de las penas no corresponde propiamente, a una simple acumulación material o a una sumatoria de penas,  sino que tiene su justificación en la observancia de legalidad prevista por el artículo VI del Título Preliminar del Código Penal, que establece que: “(...) No puede ejecutarse pena alguna en otra forma que la prescrita por la ley (...)en todo caso, la ejecución de la pena será intervenida judicialmente”. De este modo, la pena que resta por cumplir respecto del primer delito resulta independiente respecto de la pena que se deberá también cumplir por la comisión del segundo delito, toda vez que este último fue cometido con posterioridad a la sentencia dictada por el primero, cuando el recurrente se encontraba gozando del beneficio penitenciario de semilibertad, por lo que debe disponerse su cumplimiento en forma sucesiva. 
CONCLUSIONES

Los beneficios penitenciarios son derechos subjetivos condicionados   que tienen  los internos  ya que su aplicación no procede automáticamente sino está sujeto al criterio del juzgador.

Los beneficios penitenciarios son también un estimulo  para el cumplimiento de los fines del Régimen penitenciario que tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad,  siendo que para cumplir tan importante finalidad  tanto el INPE, el Ministerio Público y el órgano jurisdiccional deben de adoptar las medidas necesarias  que hagan que el Estado no sea simplemente un carcelero, por lo que el INPE al ser el Órgano que dirige y administra el Sistema penitenciario  debe adoptar medidas necesarias para  el control  de los informes y dictámenes que emite el Concejo Técnico Penitenciario en la formación de expedientes sobre beneficios penitenciarios y así éstos reflejen el verdadero desarrollo y evolución del interno para su reinserción a la sociedad, siendo que por su trascendencia el representante del Ministerio Público teniendo en cuenta la naturaleza del delito y grado de peligrosidad que pudo tener el interno, debe realizar trabajo de campo y  verificar también la evaluación  realizada por el Consejo Técnico Penitenciario sometiendo al interno, por ejemplo,  a un nuevo examen psicológico a través de su departamento de medicina legal proponiendo  para tal fin la modificación el código de ejecución penal  en el sentido que el plazo de cinco días para emitir dictamen  debe ser prorrogable por causa justificada a fin de realizar las diligencias necesarias y hacer que la reinserción del interno a  la sociedad sea definitiva. 

Los beneficios penitenciarios  son normas procedimentales  ya que a través de ellas se establecen los presupuestos necesarios de su aplicación, correspondiéndoles los parámetros  del principio tempos regis actun, es decir  se debe aplicar la ley vigente al momento de solicitarse el beneficio, salvo que se expidan leyes posteriores la cuales podrán ser utilizadas si es que favorecen al interno.

 En caso de revocarse un beneficio penitenciario   por la comisión  de un nuevo delito, se debe acumular  la pena que resta por cumplir con la segunda pena interpuesta,  ello al ser penas diferentes y haberse cometido un nuevo delito  después de sentenciarse  el primero.
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Anexos
LORI BERENSON Y EL BENEFICIO PENITENCIARIO DE LIBERACION CONDICIONAL. Pág. 387 al 392. .Fuente: Gaceta Penal & Procesal Penal. Tomo Nº 12. Junio 2010.

                  Laura Delgado Menéndez. Asistente de Docencia de Derecho Penal 

                                en la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica 
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REINCIDENCIA, HABITUALIDAD Y BENEFICIOS PENITENCIARIOS.

Las Contradiccions de la Ley Nº. 29570. Pág. 353  - 362

Fuente: Gaceta Penal & Procesal Penal. Tomo Nº 15. Setiembre 2010.
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